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1. Introducción 
En presente proyecto de investigación se pretende analizar el ejercicio del margen de 
discrecionalidad del que disponen los aplicadores del derecho respecto a la determinación 
de la pena a imponer como responsabilidad subsidiaria por impago de multa (RPS, en 
adelante).  
La referida responsabilidad, nace en  supuestos en los cuales se ha impuesto una pena de 
multa, que al no poder sufragarse, de forma voluntaria o por vía de apremio, el Código 
Penal preceptúa al juez a decretar la responsabilidad subsidiaria por impago de multa 
(RPS, en adelante), correspondiéndole, además, decidir acerca de la pena a imponer para su 
cumplimiento. Las posibilidades legales le otorgan un margen de discrecionalidad en esta 
etapa de ejecución, facultándole para la imposición de una pena privativa de libertad 
(prisión o localización permanente) o pena alternativa a la prisión (trabajo en beneficio de 
la comunidad) como cumplimiento de la RPS.  
La pena de prisión impuesta como cumplimiento de la responsabilidad penal subsidiaria 
por impago de multa ha recibido críticas desde diversos frentes por su esencia 
discriminatoria en términos de igualdad y proporcionalidad. Dado que, a raíz de la 
redacción del artículo, se desprende la existencia de un trato jurídico distinto para 
supuestos de hecho idénticos debido a la concurrencia de una circunstancia desigual en la 
sociedad, que la capacidad económica. De modo que para aquellos condenados que poseen 
recursos económicos, ven extinguida la responsabilidad con el pago de la pena pecuniaria. 
En cambio, para aquellos que carecen de tal capacidad, el Art. 53 del Código Penal, faculta 
al juez a imponer una pena privativa de libertad para extinguir dicha responsabilidad. 
Investigaciones pioneras en España1 que han estudiado este momento procesal, alertan de 
una reacción judicial mayoritaria mediante penas de prisión ante los impagos de multa. De 
aquí la pregunta formulada en la portada ¿pobreza entre las rejas?, dado que, tanto a nivel 
teórico como a nivel práctico parece desprenderse que el mecanismo de RPS, cuando se 
impone mediante pena de prisión, produce un efecto de criminalización de la pobreza. 
 
Con el presente proyecto de investigación se pretende averiguar si los jueces de lo Penal de 
la ciudad de Girona, en el ejercicio de la discrecionalidad conferida por la ley, logran 
eliminar la manifiesta discriminación derivada de la redacción legal, o bien la matizan o la 
plasman en la realidad. Para ello, se procederá a analizar el perfil de los condenados a RPS 
como pena alternativa y como pena privativa de libertad a fin de arrojar luz acerca del 
criterio que emplean los jueces a la hora de determinar la RPS. 
 
 
 
 
                                                   
1  Jueces penales y penas en España (CID & LARRAURI, 2002 y La prisión por imapgos de multa en Cataluña 
(GÓMEZ, y otros, 2016). 
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2. Marco teórico 
2.1 Estado de la cuestión  
El artículo 53 del Código Penal establece que, cuando a un sujeto se le impone el 
cumplimiento de una pena de multa, la insatisfacción voluntaria o por vía de apremio, 
puede derivar en una RPS de un día de privación de libertad por cada dos cuotas diarias no 
satisfechas, que, tratándose de delitos leves, podrá cumplirse con la pena de localización 
permanente. Esta responsabilidad puede también cumplirse mediante la pena de trabajos 
en beneficio de la comunidad. 
Dada la distribución desigual de los recursos en la población y a fin de lograr la igualdad 
de impacto económico, se estableció el sistema días-multa que se despliega en dos fases para 
determinar la pena a imponer: en la primera, la duración de la pena se regula en función de 
la gravedad del delito cometido o peligrosidad del sujeto y en la segunda, se determina la 
cuantía de cada cuota a pagar en función de la capacidad económica del condenado. 
(ROLDAN, 1983)  
No obstante, al constatarse por varios estudios críticos, la nula o escasa aplicación práctica 
de la segunda fase, el ideal buscado queda sin efecto. De modo que, dicho mecanismo 
produce una vulneración del principio fundamental de igualdad ante la ley2 (Artículo 14 
CE) así como del principio de proporcionalidad (derivado del principio de ultima ratio3) 
cuando la RPS se impone como pena de prisión4, motivo por el cual ha sido objeto de 
polémicas doctrinales y académicas (GÓMEZ M. V., et al. 2016). 
En primer lugar se ha criticado a raíz de la constatación de un posible trato jurídico 
discriminatorio en términos de igualdad y proporcionalidad. Tal como el profesor de 
derecho penal, ROLDAN (1983)  expresaba en su obra, El dinero, el objeto fundamental de la 
sanción penal, “libertad” y “dinero” son bienes jurídicos de relevancia desigual, dado que 
entre ellos hay una notable jerarquía del primero respecto del segundo. De modo que, al 
transformar la esencia de la pena convirtiéndola de pecuniaria en personal, produce un 
trato desigual entre los penados ateniendo a sus circunstancias económicas. (Roldan, 1983, 
págs. 47-50) 
Por otro lado, el TC en su STC 19/1988, de 16 de febrero (LA LEY 53530-JF/0000), declaró 
la constitucionalidad de la RPS argumentando que su ejecución no implica el necesario 
ingreso en prisión del penado, dado que el juez dispone de opciones legales para 
amortiguar dicho cumplimiento mediante la concesión de la suspensión de la condena, si 
concurren los requisitos legales. Siguiendo este criterio, se introdujo la posibilidad de 
cumplir la RPS mediante trabajos en beneficio de la comunidad, como modalidad de 
ejecución menos aflictiva y restrictiva a los derechos del penado. De modo que el TC en su 
sentencia y la consulta de la Fiscalía General del Estado núm. 6/1999, de 16 diciembre, 
                                                   
2  Artículo 14 CE: “Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón 
de nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.” 
3 El principio de proporcionalidad estipula que la gravedad de la pena o de la medida de seguridad debe 
corresponderse con la gravedad del hecho cometido o con la peligrosidad del sujeto respectivamente. 
4 Vid. Obras en las cuales se discute dicha polémica: (ROLDAN, 1983) (JAREÑO, 1994) (REY, 1990) (MAPELLI, 
2000), 
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señalan que la validez constitucional de la RPS reside en evitar los automatismos de 
cumplimiento con pena de prisión, debiendo, el juez, acordar la medida que mejor se 
adecúe a la situación del penado, dentro de las posibilidades legales que le facultan.  
De manera que, el propósito del presente proyecto de investigación es averiguar, si a 
efectos prácticos, los jueces emplean su margen de discrecionalidad cumpliendo con los 
parámetros mencionados anteriormente que respaldan la constitucionalidad de dicho 
mecanismo, o por lo contrario, se produce una discriminación en términos de igualdad y 
proporcionalidad de la pena. 
Son escasos los estudios locales realizados acerca de la ejecución de la RPS a pesar de su 
evidente relevancia criminológica. Cabe destacar dos investigaciones realizadas a Cataluña, 
en las cuales se ha analizado la ejecución de la RPS y cuyos resultados revisten de especial 
interés para la formulación de las hipótesis de la presente investigación.  
En primer lugar, el proyecto que nos ocupa, basa su planteamiento e hipótesis en la 
investigación realizada en el año 2002 en los Juzgados de lo Penal de Barcelona, coordinada 
por JOSÉ CID MOLINÉ Y ELENA LARRAURI PIJOAN, cuyo objetivo era analizar la 
discrecionalidad de los aplicadores del derecho en relación a la aplicación de las penas 
alternativas a la privación de la libertad en dichos Juzgados. Se analizó la mencionada 
discrecionalidad en las distintas fases procesales. La plantilla usada para la recopilación de 
datos de las ejecutorias, sirvió de precedente para el diseño de la plantilla actual, de modo 
que, las variables más relevantes coinciden en ambas. (Cid & Larrauri, 2002)5 
Respecto al momento de ejecución de la RPS, los resultados obtenidos indicaban que un 
74,5 % de los infractores condenados a multa, la satisfacían voluntariamente. Mientras que 
un 25,5% de la muestra no las pagaban. De éstos últimos,  un 56,5% ingresaban en prisión 
como forma de cumplimiento de la RPS decretada. De manera que, se constató que la 
reacción mayoritaria de los jueces ante el impago de multa era el cumplimiento mediante 
pena de prisión (Cid & Larrauri, 2002, págs. 88-89). En el caso de las penas de multa 
cumulativas con prisión, cuando para esta última se había acordado el ingreso efectivo, 
también se acordaba el cumplimiento de la RPS como prisión en los 100% de los casos. Se 
demostraron como variables relevantes para los resultados mencionados: la situación de la 
persona (en libertad o en prisión por otra causa), el historial delictivo, la posición del fiscal 
respecto la pena alternativa, tipo de infracción y la drogodependencia acreditada del 
penado. (CID & LARRAURI, 2002, págs.87-94) 
En segundo lugar, los resultados de la “Investigación sobre la prisión por impago de 
multas en Catalunya” (GÓMEZ M. V. et al. 2016, pág.1) revelan que, el porcentaje de 
penados de las cárceles catalanas que han ingresado en prisión de forma reiterada por el 
impago de multa, se sitúa en aproximadamente, un 20% (700 casos anuales). Este hallazgo 
fue corroborado por los profesionales de la Administración de Justicia entrevistados, que 
expresaron su preocupación acerca de la reincidencia mencionada (GÓMEZ M. V. et al. 2016, 
pág.63). Ambas investigaciones, coinciden en que la gran mayoría de los penados que 
ingresan en prisión por RPS, fueron condenados a delitos contra el patrimonio. Mientras 
                                                   
5 La investigación fue plasmada en el libro “Jueces penales y penas en España” (Vid. Bibliografía). 
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que los condenados a delitos contra seguridad vial, reciben con mayor frecuencia penas 
alternativas a la prisión (IIPP, 2010, pág. 5) (González, 2013). Hipótesis sustentada también 
por el profesor ROLDAN  (1983), que en su obra “El dinero, objeto fundamental de la 
sanción pecuniaria” señalaba la diferenciación por el sistema penal entre delitos cometidos 
por “buenas personas”, no identificadas como delincuentes, y  por “malas personas”, 
propiciándose así una delincuencia de clase. Perteneciendo al primer grupo a los delitos 
contra la seguridad vial y al segundo, los delitos contra la salud pública. (Roldan, 1983, 
pág. 13) 
Coincidiendo con esta idea, y a fines explicativos acerca de la constatada mayor punición 
en función de la clase social, tanto por el legislador como por los aplicadores, se apeló a las 
ideas del sociólogo L. WACQUANT respecto la criminalización de la pobreza, como 
también a las aportaciones de la Criminología Critica en relación derecho penal clasista. 
En su obra “Castigar a los pobres”, L. WACQUANT (2009), señalaba que el programa 
político neoliberal fue el desencadenante directo de la criminalización de la pobreza y la 
ruptura con los anteriores modelos de asistencia social.6 De modo que, en el discurso 
político y en la opinión pública prevalece el argumento que culpabiliza a las personas 
excluidas de su situación aludiendo a factores individuales e ignorando los vectores 
estructurales. En el caso de  los penados que carecen de recursos para el pago de multa, 
dicha circunstancia estructural da lugar a una respuesta más represiva desde el derecho 
penal. 
Por su lado, los pensadores de la Criminología crítica, consideran el “derecho penal 
desigual por excelencia” (BARATTA, 1998:169 citado en (AVILA, 2005). Sostienen que en la 
sociedad capitalista tardía existe una lucha política entre la clase subordinada y la clase 
dominante.  
“Para proteger y perpetuar su posición privilegiada, la clase dominante ha creado el 
derecho penal. Por este motivo el derecho penal -abstracto y concreto- castiga de 
preferencia los comportamientos típicos de las clases subordinadas. En consecuencia -y a 
pesar de que las investigaciones indican que todas las personas cometen delitos-, las 
cárceles están pobladas mayoritariamente por miembros de la clase subordinada”. 
(ANIYAR, 2014) (AVILA, 2005)   
En el caso que nos ocupa, esto puede interpretarse en el sentido de que el derecho penal ha 
creado el mecanismo de RPS para subordinar a aquellos pertenecientes a una clase social 
baja, que carecen de recursos para sufragar el pago de la multa impuesta, recibiendo por 
ello una penalización más severa mediante la imposición de una pena privativa de libertad. 
2.2 Pregunta de investigación y formulación de hipótesis 
A raíz de los estudios expuestos, podemos concluir que el mecanismo de RPS fue criticado 
por ser discriminatorio en términos de igualdad e proporcionalidad, cuando se impone 
como pena de prisión. Además las investigaciones prácticas parecen afirmar que la 
sospechada discriminación se plasma efectivamente en la práctica, dado que un 
                                                   
6 El autor consideraba que la criminalización de la pobreza es resultado de la transición de un Estado 
paternalista, protector y caritativo a un “Estado Centauro represor”. 
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significativo número de personas ingresan en prisión por el impago de la multa, existiendo 
alternativas menos lesivas a imponer por el juez.  
De modo que mi pregunta de investigación es:  
¿Qué criterios emplean, los jueces de lo Penal de Girona, a la hora de escoger la pena a imponer como 
cumplimiento de la RPS? 
Mi propósito es averiguar si a la práctica, los Jueces de lo Penal de Girona, empleando el 
poder discrecional que les confiere la ley, eliminan la discriminación resultante de la 
redacción del artículo que regula la RPS (imponiendo pena de TBC) o la matizan 
(suspendiendo la ejecución de la pena de prisión) o por lo contrario plasman dicha 
discriminación a la realidad práctica (decretar ingresos en prisión). Además, con la 
presente investigación, se pretenderá determinar que variables han influido en su decisión 
sobre una forma de cumplimento de la RPS u otra. Es decir, cual es el perfil de los 
condenados a una pena privativa de libertad como RPS, de los beneficiarios de la 
suspensión de la ejecución de dicha pena y de los condenados a una pena de TBC como 
RPS.  
Esta investigación puede aportar datos acerca del grupo más victimizado por esta 
redacción de la ley y su aplicación,  que son las personas que no pueden afrontar el pago de 
dichas penas pecuniarias y se les decreta el ingreso en prisión. Así como, también se 
conocerá el grado de participación de los jueces en una supuesta “penalización más severa 
de la pobreza”(WACQUANT, 2009).Y finalmente, los resultados se compararan con los 
hallados en la investigación realizada en Barcelona en 2002. (Cid & Larrauri, 2002) 
Hipótesis: Los jueces emplean criterios discriminatorios a la hora de decidir la pena a los condenados 
como cumplimiento de la RPS.  
Las hipótesis derivadas de la principal son las siguientes: 
1. La tendencia mayoritaria de los jueces es acordar el cumplimiento de la RPS como 
pena privativa de libertad, mientras que la tendencia minoritaria es imponer penas 
alternativas7 como RPS. 
 
2. La imposición de prisión como de la RPS se acuerda mayoritariamente en delitos 
contra el patrimonio y contra la salud pública, mientras que los decretos de las RPS 
como pena alternativa se acuerdan mayoritariamente en delitos contra la seguridad 
vial. 
 
3. Los penados de origen extranjero presentan un mayor porcentaje de ingresos en 
prisión por RPS, mientras que los nacionales gozan en mayor proporción de penas 
alternativas para dichos supuestos. 
 
                                                   
7 En la formulación de las hipótesis derivadas de la principal, se entenderán como penas alternativas, la 
pena de TBC y la suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad. 
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4. Los condenados con antecedentes vivos presentan una mayor tendencia a ingresar 
en prisión como RPS, mientras que los condenados con el historial penal limpio 
tienden a recibir en mayor medida penas alternativas. 
 
5. Las personas en situación de libertad cumplen en mayor medida la RPS con penas 
alternativas a la prisión, mientras que aquellos que se encuentran en prisión por 
otra causa, la tienden a cumplir con penas privativas de libertad. 
 
También se analizaran otras variables sin haberse formulado hipótesis al respecto, a fin de 
determinar si son relevantes en la decisión del juez respecto a la responsabilidad penal 
subsidiaria. 
3. Metodología  
El presente proyecto tiene como sustento los datos extraídos de una investigación en curso 
dirigida por el Dr. DANIEL VARONA GÓMEZ y Dra. ESTHER BLAY en los Juzgados de lo Penal 
de Girona.  La metodología de obtención de datos, consiste en la lectura y la recopilación 
de información de los expedientes judiciales que contienen las sentencias dictadas y 
ejecutadas por dichos Juzgados8 durante los años 2015 y 2016, para la posterior plasmación 
en una plantilla elaborada a tales efectos. Se han excluido del análisis las sentencias 
absolutorias. Respecto a la elección de las ejecutorias a analizar, se realizó mediante un 
sistema aleatorio referido al número de la ejecutoria. 
Para el presente estudio, sin embargo, se dispone únicamente de los datos extraídos de las 
ejecutorias del año 2015.  El acceso a los datos mencionados se vio facilitado por la 
colaboración en el trabajo de campo de la mencionada investigación. 
En cuanto a la plantilla usada para la recopilación de datos, fue creada en base a la 
información susceptible de encontrar en las ejecutorias. Las variables que tendré en cuenta 
para mi investigación serán: sexo, edad, nacionalidad, infracción cometida, historial 
delictivo documentado, situación del condenado (en prisión o en libertad), 
drogodependencia acreditada, posición fiscal sobre la pena alternativa como cumplimiento 
de la RPS, petición del abogado de pena alternativa y decisión final del juez sobre la RPS 
(prisión, localización permanente, suspensión ejecución pena privativa de libertad o trabajo 
en beneficio comunidad), entre otras. Estos datos permitirán conocer “el perfil” o 
características de los penados a cumplir RPS en cada una de sus formas. Así como la 
discrecionalidad de los jueces respecto las penas a imponer para su cumplimiento. Como 
también nos proporcionará información acerca de los delitos en los cuales se decreta en 
mayor medida y de la influencia de la pena del primer delito sobre la impuesta como RPS 
del segundo. 
Para la correcta interpretación de los datos, se ha explorado, en primer lugar, la muestra 
global de condenados independientemente de la pena impuesta. A partir de esta, se ha 
focalizado el análisis en los condenados a penas de multa. Y finalmente, dentro de estos,  
                                                   
8 Juzgado Penal núm. 1, 2, 3, 4, 5 y 6. 
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en aquellos a los cuales se les ha declarado la responsabilidad penal subsidiaria a causa del 
impago de la multa impuesta.  
Para la exploración de los datos se ha empleado el programa estadístico SPSS.  Gracias al 
cual, y mediante una variedad de operaciones, se han podido extraer datos de interés de la 
muestra. Se ha realizado análisis univariados, a fin de conocer la distribución de las 
frecuencias de cada variable individualmente, es decir, el número de casos que hay en cada 
categoría de ésta. A partir de dichos valores, en una tabla de frecuencias, se calcularon los 
porcentajes respecto al total de observaciones. Respecto a variables ordinales, como la edad 
del condenado, se ha empleado medidas centrales como la moda, media, máximo y 
mínimo, para conocer datos más concretos acerca de la variable. 
También se han realizado análisis bivariados y multivariados cruzando variables a fin de 
conocer el recuento casos en el cual se produce el cruce entre el valor de una variable y de 
la otra/s. Las tablas resultantes pueden incluir porcentajes por columna, fila o del total a fin 
de observar diferencias entre los grupos de comparación.  
Durante el proceso de obtención de datos, se han analizado multitud de análisis y 
operaciones a fin de conocer la muestra. Muchos de ellos han resultado no tener especial 
relevancia para la presente investigación, pero que eran necesarios para entender la 
muestra e interpretar los resultados. Se está trabajando con numerosas variables cuya 
explotación produce más datos y así sucesivamente. 
Una de las dificultades encontradas fue a la hora de realizar análisis con el total delitos o 
penas de la muestra. Esto es debido a que en la muestra se recogen los condenados a un 
delito y condenados a dos delitos o más y el diseño de la base de datos no permite el 
manejo de los datos de forma global y no se ha podido encontrar una forma de facilitar 
dicha tarea. De manera que solamente se podía realizar análisis  y cruces de variables por 
separado con las siguientes opciones:  
- Con una base de datos que contenía a aquellos condenados a un único delito (474) y 
con otra que contenía los condenados a dos o más delitos (96). Acto seguido se 
debían sumar las frecuencias resultantes del análisis con cada base y recalcular los 
porcentajes sobre el total de penas o delitos. 
- Con una base de datos en la cual se debía realizar los análisis correspondientes con 
los condenados a al menos un delito (570) y los mismos análisis con aquellos 
condenados a dos delitos (96) pero solo se contabilizaba el segundo de éstos, dado 
que el primero ya estaba recogido en el primer análisis (de los que han cometido al 
menos un delito). Acto seguido se debía proceder de la misma forma que se explicó 
en la primera opción. 
 
Finalmente, ha resultado imposible la aplicación del estadístico chi-cuadrado a fin de 
determinar si los resultados son significativos estadísticamente, dado que las frecuencias 
por cada variable son escasas y no es posible determinar si las correlaciones son 
estadísticamente significativas. 
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4. Descripción de la muestra 
A raíz de la exploración y análisis de la muestra integrada por las personas condenadas a 
una pena de multa,9  se deriva la presenta muestra objeto de estudio, compuesta por 
aquellos condenados que al no satisfacer el pago de la pena de multa impuesta, de forma 
voluntaria o por vía de apremio, se les ha decretado la RPS por su impago. 
En el epígrafe que nos ocupa, se procederá a exponer, por un lado, la estructuración de la 
muestra de los condenados a multa y por otro lado, un análisis general de la ejecución de 
dicha pena. 
4.1  Estructuración de la muestra 
La muestra recogida de los juzgados está integrada por 570 condenados cuyas penas 
impuestas (700) se encuentran en ejecución o cumplidas (en adelante, muestra global).   
De estos, se han hallado 332 condenados a una pena de multa por al menos uno de los 
delitos cometidos y recogidos. De modo que, el análisis partirá con dicha muestra, puesto 
que el interés reside en conocer la discrecionalidad de los aplicadores del derecho respecto 
a los condenados a multa, que al no pagar se les declara la RPS. Por lo tanto, gracias a la 
exploración de esta muestra, se obtendrá la “submuestra” objeto de estudio, que son los 
condenados a la RPS por impago de multa.  
No obstante, se presentará la muestra madre a fin de ofrecer una imagen más global de la 
situación a investigar. 
La complejidad del análisis de datos reside en su estructura piramidal. De modo que, 
partimos de la cúspide, con la muestra de 302 ejecutorias. No obstante, hay casos en los 
cuales, en una misma ejecutoria se ha condenado a más de un autor, recogiéndose los datos 
de todos ellos. De modo que, al segundo nivel, encontramos los 332 condenados a pena de 
multa por al menos uno de los delitos cometidos.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
En el tercer nivel se hallan, los delitos castigados con la pena de multa. Dado que se 
recogieron datos de los dos delitos más gravosos de los posibles cometidos y ejecutados en 
la misma causa, nos encontramos ante el hecho de haber más delitos que ejecutorias y que 
                                                   
9 Se incluyen los condenados a multa sea como pena principal y única o cumulativa con otra pena de 
distinta naturaleza. 
 
PENAS IMPUESTAS  
EJECUTORIAS 
 
 
 
 
DELITOS COMETIDOS 
 
CONDENADOS 
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condenados. Se han identificado 274 delitos castigados con multa del grupo de los 
condenados a un único delito, y 5810 del grupo de los condenados a dos o más delitos, 
configurando un total de 342 delitos. 
Y finalmente la base de la pirámide figurativa, la constituye las penas impuestas a los 332 
condenados. No se tomaran en consideración las penas privativas de derecho añadidas a 
las penas privativas de libertad o multa, a excepción de la pena de trabajos en beneficio de 
la comunidad.11  
Por un lado se recogen las penas de multa impuestas a los condenados a un delito, que 
pueden ser penas únicas o cumulativas. En este caso tenemos 244 penas únicas y 30 penas 
cumulativas de multa con pena de prisión, configurando un total de 274 penas de multa 
impuestas a condenados a un solo delito.  
Por otro lado, nos constan las penas impuestas a los condenados a dos delitos recogidos, 
que del mismo modo pueden ser penas únicas o cumulativas. En el caso que nos ocupa se 
han encontrado 28 para el primer de los delitos recogido y 40 para el segundo, de las cuales 
4 son penas cumulativas con prisión y multa (68 penas). De modo, se han impuesto un total 
de 376 penas, en su modalidad de penas únicas de multa (308) y cumulativas de multa con 
prisión (34 penas de multa conjuntamente con 34 de prisión). 
A pesar de que en el último grupo, condenados a dos o más delitos, se recogen ambos sin 
prejuicio de que hay casos en los cuales para un delito se impuso una pena de multa y para 
el otro otra distinta, es relevante a la hora de analizar la influencia de la pena del primer 
delito sobre la pena a cumplir como RPS para el segundo. 
 
4.2 Descripción de la ejecución de las multas insatisfechas 
En el presente epígrafe se expondrán los datos obtenidos acerca de la ejecución de la pena 
de multa. Como se puede observar en la Tabla Nª1 (Anexo 1), del total de 700 penas 
principales únicas y cumulativas impuestas, un 49 %(342) corresponde a la pena de multa. 
De modo que, rozando el 50%, ocupan el primer lugar en la escala de las penas más 
impuestas.12 
En cuanto a su aplicación, por un lado, los datos expuestos en la Tabla Nº2 (Anexo1) 
indican que el valor de las cuotas días-multa varía entre los 2€ y 12€, obteniéndose una 
media aritmética 4,7 €. Esta media relativamente baja es debido a que la cuantía impuesta 
en mayor medida, 40% de los casos13, corresponde a los 6 € 14 por día, mientras que en el 
                                                   
10 Se han contabilizado los casos en los cuales los condenados a al menos dos delitos, para alguno o ambos  
de los dos que se han recogido, se le ha impuesto una pena de multa. 
11 La aclaración de las otras penas se refiere a los condenados a dos o más delitos, que para alguno de ellos 
no recibió una pena de multa.  A la hora de comparar las penas impuestas para el primer delito cometido y 
la decisión acerca de la RPS del segundo de estos. 
12  La segunda posición la ocupa la pena de prisión, que representa un 42% del total de las penas 
impuestas. En tercer lugar, la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, representando tan solo el 
7,6% del total. Y finalmente, con una representación residual de un casi 2%, se encuentra la pena de 
localización permanente. 
13 Porcentaje calculado sobre el total de 323 penas de multa por cuotas. 
14  La destacable frecuencia del valor de 6 € podría deberse al automatismo de los jueces en la 
determinación de las cuotas, respaldados por la jurisprudencia del Tribunal Supremo, que mediante la STS 
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otro 56% de los casos se estableció una cuantía de entre los 3€ y 5€, perteneciendo el 
porcentaje residual del 3% a la resta de cuotas (2 €, 10 € y 12 €). Cabe destacar que en el 
caso de las multas derivadas en la RPS, la cuota impuesta en la mayoría de los casos era la 
correspondiente a 6 euros.   
Por otro lado, los supuestos en los cuales las cuotas a imponer se han adecuado a la 
capacidad económica de los condenados, no se ha producido la declaración de la RPS. De 
modo que, del residual 2%(7) de casos, en los cuales se ha investigado previamente la dicha 
capacidad, 57% de las ocasiones se determinó la cantidad de 4€ mientras que en el 43%  de  
En cuanto al cobro de las multas, en el 57% de los casos, se ha concedido la flexibilización 
del pago. Respecto a aquellas que han derivado en la RPS, se ha flexibilizado el pago en el 
48% de los casos15, mientras que en un 52% restante no se ha solicitado o, aunque menos 
probable, no se ha concedido el pago a plazos 
En cuanto a la ejecución de dicha pena, en la Figura Nº 1 se advierte que del total de multas 
impuestas 49%16 por los Juzgados de lo penal de Girona, un poco más de la mitad, 53%, han 
sido satisfechas de forma voluntaria por los penados, en contraposición con el 36,5% que no han 
sido sufragadas. No obstante, de este último porcentaje presentado, un 9% fueron satisfechas 
parcialmente. Y finalmente, se presenta un 10,6% de penas de multa cuyo cobro está pendiente 
de requerimiento o en trámite, desconociéndose su estado de cumplimiento final. 
 
Figura Nº1: Ejecución de las penas de multa impuestas  
Nota: Elaboración propia a partir de los datos obtenidos de la base de datos del SPSS. 17 
 
Si comparamos estos resultados con los hallados en el estudio “Jueces penales y penas en 
España”, se puede observar que el porcentaje resultante de los impagos de multa de la 
presente muestra de estudio, es mayor en poco más de diez puntos en comparación con los 
obtenidos en el mencionado estudio (25,5%).  No obstante, en la investigación de referencia, 
la totalidad de multas impagadas derivaron en el decreto de la RPS, sin identificarse otras 
vías de cobro, mientras que en el presente caso un 9% se ha cobrado por vía de apremio. De 
modo, que a fin de que ambos porcentajes sean comparables se ha procedido a calcular el 
porcentaje de decretos de la RPS dentro el total de multas de esta muestra. 
                                                                                                                                                     
1377/2001, de 11 de julio, RJ 2001\5961,  les faculta imponer dicha cuota cuando les resulte imposible 
investigar la capacidad económica de los penados, sin necesidad de motivación alguna. (GÓMEZ M. V., y 
otros, 2016) 
15 Se ha flexibilizado en pago en 44 casos de 91. 
16 Porcentaje calculado sobre el total de penas principales únicas y cumulativas que integran la muestra 
global (700). 
17  Porcentaje de penas  de multa impuestas calculado sobre el total de penas principales únicas y 
cumulativas (700). En el primer despliegue se han calculado los porcentajes sobre el total de multas 
impuestas (342) y en el último despliegue, sobre el total de multas impagadas (91). 
PENAS MULTA 
IMPUESTAS 
49% (342) 
Pago voluntario 
53% (181) 
Impago 
 36,5% (125) 
Cobro por vía apremio 
9% (11) 
Declaración de la RPS 
73% (91) 
Pendiente decidir 
18%(23) 
Pendiente 
notificación / 
trámite 10,6% (36) 
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Consecuentemente, las diferencias dejan de ser evidentes, tratándose de un 26,6% frente al 
25,5%.  
También cabe destacar que el porcentaje de multas satisfechas voluntariamente, un 53%, se 
encuentran 20 puntos por debajo del porcentaje resultante de la citada investigación, que  
correspondía a un 74,5%. (Cid & Larrauri, 2002) 
En relación a las multas impagadas (125), en el Gráfico nº1 se indica que para la gran 
mayoría, 73% (91), una vez constatada la insolvencia de los condenados se decretó la RPS 
como forma de complimiento ante el impago. Tan solo en el 9%(11) de los casos se ha 
cobrado la cantidad impuesta por la vía de apremio, correspondiendo a aquellas multas 
satisfechas parcialmente18. Y finalmente, se halla un 18% de multas que, al encontrarse en 
trámite, se desconoce la decisión del juez.  
Tabla Nº5 
Resumen de los tramites de ejecución de las penas de multa impagadas 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos por la base de datos del  programa SPSS.  
La tabla muestra  una panorámica de los trámites realizados para cobrar la pena de multa impuesta. Se plasman el 
recuento de casos por cada trámite y los porcentajes se calculan en base al total de penes de multa (342). 
 
En cuanto a la ejecución de las multas impagadas, en la Tabla Nº5 se muestra los trámites 
realizados. De modo que, cuando el sujeto no satisface de forma voluntaria la pena 
impuesta, se procede a investigar su capacidad económica para embargarle la cantidad 
debida, sea mediante retención de suelo o embargo de bienes. En la presente muestra, se 
han realizado este tipo de investigaciones en un 35% (120) sobre el total de multas 
impuestas y en el 75% de las multas impagadas (91).  
De modo que, del total de investigaciones realizadas a fin de proceder al embargo, en un 
9%(11) se ejecutó como tal, cobrándose la multa por vía de apremio. Mientras que un 79% 
(95) de las mencionadas investigaciones, culminaron en la declaración de insolvencia del 
condenado y consecuentemente en el decreto de la responsabilidad subsidiaria por impago 
de multa. Por lo tanto, se ha decretado dicha RPS en un 26,6% del total de multas 
impuestas y en un 73% de las multas impagadas. 
                                                   
18 Cabe destacar que, se ha observado en la Tabla Nº4 (Anexo 1) que en un 9 % (31) de las multas 
impuestas, se ha satisfecho tan solo una parte de la cantidad impuesta. De modo que la resta se cobró en 
un 35% (11) por vía apremio, mientras que el otro 65%(20) mediante la responsabilidad subsidiaria por 
impago de multa.  Estos casos  se han contabilizado como pago involuntario dado que no se ha satisfecho 
la cantidad integra impuesta y se han derivado las consecuencias del impago (RPS o cobro por vía 
apremio). 
 Recuento casos % Total multas* 
 Flexibilización a plazos del cobro de la multa 195 57,0% 
Investigación capacidad económica para embargar 120 35,1% 
Cobro de la multa por vía de apremio 11 9% 
Declaración insolvencia 95 27,8% 
Declaración de la responsabilidad subsidiaria 91 26,6% 
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5. Análisis global del ejercicio de la discrecionalidad de los jueces en la 
determinación de las penas como RPS 
Tal y como se ha observado en la Tabla nº5, del total de multas impuestas, en un 26,6% los 
penados no pueden satisfacerla de forma voluntaria o vía de apremio, de modo que, el juez 
debe proceder a decretar la responsabilidad penal subsidiaria por impago de multa.  
El Código Penal le faculta a decidir acerca de la pena a cumplir en defecto de cobro de la 
multa impuesta. De modo que, las posibilidades legales de las que disponen los aplicadores 
del derecho, se pueden clasificar entre penas privativas de libertad (pena de prisión o 
localización permanente y la eventual suspensión de estas) o penas alternativas a la prisión 
(trabajos en beneficio de la comunidad). 
En el presente apartado se procederá a ofrecer una panorámica acerca de la 
discrecionalidad de los jueces en la determinación  y ejecución de las penas como la RPS.  
Figura Nº 2: Resultados obtenidos del ejercicio de la discrecionalidad del juez respecto al 
cumplimiento de la RPS por impago de multa. 
 
Nota: Elaboración propia a partir de datos extraídos de la base de datos del SPSS.19  
 
                                                   
19 Los porcentajes se han calculado en la primera figura azul sobre el total de condenados a pena de 
multa (332). En los restantes despliegues sobre el total de condenados a la RPS (87).  
Todos los porcentajes se han calculado sobre el total de condenados, dado que interesa conocer la 
discrecionalidad a la hora de imponer la pena a estos. De modo que se han descartado los cuatro casos 
hallados en los cuales, los condenados a dos delitos, habían recibido una pena de multa para cada uno 
de ellos y se les decretó la RPS por su impago. Se entiende que en estos casos, la decisión del juez acerca 
de la pena a cumplir no diferirá para uno u otro de los delitos condenados y ejecutados el mismo día. 
Los análisis realizados avalan dicha suposición dado que en 3 de los casos se ha una pena de prisión 
como RPS, suspendiendo su ejecución para ambos delitos y en el caso restante se ha impuesto una pena 
de TBC como cumplimiento de la RPS para cada uno de los delitos del penado correspondiente. 
 
Decisión final del 
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pena como RPS 
26,2% (87) 
PENAS 
PRIVATIVAS DE 
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80,5% (70) PRISIÓN 
79,3% (69) 
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60% (52) 
INGRESO 
PRISIÓN 
6,8%(6) 
PENDIENTE 
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2,2 %(2) 
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NO SE SABE 
4,6% (4) 
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PERMANENTE 
1,1% (1) 
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ALTERNATIVA 
16,1% (14)  
TRABAJOS EN 
BENEFICIO DE LA 
COMUNIDAD 
16,1% (14) 
PENDIENTE 
3,4% (3) 
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En el presente gráfico, por un lado, se plasma la decisión del juez acerca de la pena a 
imponer como RPS, sin prejuicio de los posibles beneficios concedidos en la fase de 
ejecución. Y por otro lado, se exponen los datos referidos a la ejecución de la pena de 
prisión impuesta. 
Y finalmente, se muestra aquellos casos en los cuales la decisión acerca de la pena a 
imponer se desconoce debido a que la ejecución se encuentra en trámite. 
Como se puede observar, la reacción mayoritaria de los jueces ante el decreto de la RPS, 
consiste en la imposición de una pena privativa de libertad, representando un 80,5% (70) de 
los casos. Concretamente, al 79,3%(69) de los condenados a RPS se les impuso una pena de 
prisión, mientras que a un 1,2%(1) se les impuso la pena de localización permanente.  
En cuanto a la pena de trabajos en beneficio de la comunidad (TBC en adelante), como 
opción alternativa a las anteriores, los jueces parecen más reticentes a la aplicación de éstas, 
cuya imposición corresponde al 16,1% (14) de los penados. 
 
A simple vista, los resultados sorprenden negativamente, indicando un excesivo recurso de 
los jueces a las penas privativas de libertad, confirmando la hipótesis referida al trato 
desigual y desproporcional de los penados sin recursos así como la consecuente 
criminalización de la pobreza.  
No obstante, si nos fijamos en los datos referidos a la ejecución final de dichas penas, 
parecería que estos no avalan las mencionadas hipótesis, al menos, en el caso de la presente 
muestra de estudio. 
 
Por lo tanto, en el Gráfico Nº 2, se pueden observar los porcentajes obtenidos en referencia 
a la ejecución de las penas privativas de libertad impuestas como RPS.  
En primer lugar, en cuanto a la pena de prisión, los resultados indican que a un 60% de los 
condenados a RPS (87), se les ha concedido la suspensión de la ejecución de la pena 
privativa de libertad impuesta como RPS. Esto implica que, los jueces han aplicado dicho 
beneficio al 75,3% (52) de los condenados a una pena de prisión como cumplimiento de la 
RPS. 
 
En segundo lugar, a un 6% (5) de los condenados a RPS, se les extinguió la responsabilidad 
penal subsidiaria al efectuar el pago de la multa posteriormente al auto del juez para el 
ingreso en prisión. Esto podría indicar que los jueces se muestran flexibles en la ejecución 
de la RPS, anteponiendo el pago, aunque sea posterior, al ingreso en prisión del penado. 
No obstante, a fin de determinar si realmente son flexibles o se trata de casos puntuales, se 
tendría que conocer el número total de peticiones a satisfacer la multa posterior y el 
porcentaje de concesiones, así como las circunstancias del caso.  
 
En tercer lugar, los datos de la presente muestra revelan que cerca de un 7%(6) de los 
condenados a RPS, ingresan en prisión por el impago de la multa. Mientras que un 2%(2) 
están pendientes de ingreso al encontrarse en busca y captura a tal fin. De modo que, 
entendiendo que una vez localizados estos últimos, se tramitará el ingreso en prisión, 
podremos hablar de un 9% de condenados a prisión como pena definitiva en cumplimiento 
de la RPS.  
En cuarto lugar, se ha hallado un 4,6% de condenados a RPS con pena de prisión, cuyo 
estado de ejecución se desconoce por encontrarse en trámite.  
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En cuanto a la pena de localización permanente se desconoce la situación de su ejecución. 
 
Considerando la suspensión y la pena de TBC como penas alternativas a la prisión, 
podemos deducir que del total de condenados cuyas multas impagadas culminaron en una 
RPS, un 75,5%20 gozaron de una pena alternativa, en detrimento de un 16%21 que recibieron 
una pena privativa de libertad. 
 
Por lo tanto, los datos obtenidos de la presente muestra parecen indicar, en términos 
hipotéticos, que en los Juzgados de lo Penal de Girona en el año 2015, a 9 de cada 100 
condenados a RPS, se les impuso una pena de prisión como definitiva. A 6 de cada 100 
condenados, se les permitió efectuar el pago de la multa, tras el auto de ingreso en prisión, 
extinguiéndoles la RPS. Mientras que a 60 de cada 100 condenados a RPS, se les concedió el 
beneficio de la suspensión. Y finalmente, a 16 de cada 100 condenados, se les aplicó la pena 
de trabajos en beneficio de la comunidad como RPS. 
 
A pesar de que los porcentajes obtenidos de ingresos en prisión se consideren elevados 
atendiendo a que se está vulnerando el principio de igualdad y proporcionalidad, si 
comparamos los resultados hallados con aquellos obtenidos en la investigación de 
referencia realizada a Barcelona, los porcentajes resultantes no parecen tan alarmantes. 
En la mencionada investigación, se encontró un porcentaje elevadísimo de 97,3% (244) de 
condenados a penas de prisión como cumplimiento de la RPS decretada. Mientras que la 
pena de trabajos en beneficio de la comunidad mostró una aplicación residual de un 1% a 
diferencia del 16% hallado en nuestra muestra. 
 
En cuanto a la ejecución definitiva, el 41% de los condenados por los jueces de Barcelona, se 
beneficiaron de la suspensión de la pena de prisión impuesta, a diferencia del 60% de 
beneficiarios hallados en la presente muestra. No obstante, el dato más alarmante fue el 
elevadísimo 58,1% de los ingresos en prisión como cumplimiento de la RPS, a diferencia 
del 9% de los decretados en la presente investigación. (Cid & Larrauri, 2002, pág. 88).  
Po lo tanto, los datos parecen indicar un menor recurso a la prisión como RPS en la 
presente muestra con respecto a la investigación del año 2002. Así como, una mayor 
tendencia de los jueces a la aplicación de las penas alternativas a la prisión como 
cumplimiento de la responsabilidad subsidiaria por el impago de multa. Además, parecería 
haber una mayor flexibilización en el cobro de las multas, al constarse casos en los cuales 
ciertos penados fueron autorizados a efectuar el pago una vez decretado el auto de ingreso 
en prisión. 
 
 
                                                   
20 Porcentaje calculado en base al total de condenados a TBC (14) y total de condenados beneficiarios de la 
suspensión (52), cuya suma se dividió entre el total de condenados a RPS (87). 
21 Porcentaje calculado en base al total de condenados cuyo ingreso en prisión esta constatado o pendiente 
(8) y aquellos que han pagado la multa posteriormente al auto de ingreso (5) y  el condenado a la 
localización permanente (1). Resultado dividido entre el total de condenado a RPS (87). Se incluyen los que 
han efectuado el pago de la multa, dado que nos interesa la discrecionalidad del juez en imponer la pena 
de prisión como definitiva, en este caso no gozó de beneficio alguno ante el impago, sino que se extinguió 
la RPS al cumplir  con la pena previamente impuesta.  
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6. Análisis individualizado del ejercicio de discrecionalidad judicial según la 
pena impuesta como RPS  
En el presente apartado, se procederá a un análisis profundizado del ejercicio del margen 
de discrecionalidad de los jueces a la hora de determinar la imposición de una pena u otra, 
dentro de las posibilidades legales, como cumplimiento de la RPS por impago de multa.  
 
Los análisis se llevaran a cabo para cada tipo de pena impuesta atendiendo a las 
características personales de los autores condenados, así como otras variables que podrían 
ser relevantes para comprender la decisión del juez. 
 
Cabe recordar que la muestra de estudio no es suficientemente representativa a nivel 
estadístico para la aplicación del estadístico chi- cuadrado22 . De modo que, los resultados 
del presente estudio pretenden ofrecer una aproximación al perfil de los condenados por 
cada pena por los Jueces de lo Penal de Girona. A través del perfil creado, se intentará 
comprender el criterio empleado por el juez a la hora de determinar la pena a imponer 
como RPS. 
  
Una complejidad a poner de manifiesto, es a la hora de calcular los porcentajes de los 
valores obtenidos por cada cruce de variables. Dado que, por un lado tenemos la muestra 
de condenados a al menos una pena de multa, cuyo impago ha derivado en una RPS (87). 
Dentro de esta, se encuentran dos submuestras: los condenados a penas alternativas (14) y 
los condenados a penas privativas de libertad (70). Dentro de los primeros, se encuentran 
los penados a trabajos en beneficio de la comunidad (14).Respecto a la segunda 
submuestra, integrada por los condenados a prisión como RPS (69), se despliega en otras 
más específicas: condenados a prisión como pena definitiva (13) y condenados beneficiarios 
de la suspensión de la prisión impuesta como RPS (55). De modo que los cálculos 
realizados en referencia a las muestras más específicas deberán ponerse en relación con las 
más generales a fin de interpretar correctamente los resultados y no inducir a error. 
 
6.1 La pena de prisión como opción legal para el cumplimiento de la RPS 
Tal y como se observa en el Gráfico Nº3, la reacción mayoritaria de los jueces ante el 
imapago de multas consiste, en el 80,5% de los condenados, en la imposición de una pena 
privativa de libertad para el cumplimiento de la derivada responsabilidad subsidiaria. No 
obstante, del total de condenados a prisión como RPS, en un 8,7 % (6)23 consta el ingreso 
efectivo en un centro penitenciario, mientras que en otros 2,9% (2) restan pendiente por 
busca y captura. También existe un 7,2%(5) de condenados, a los cuales se les impuso una 
pena de prisión definitiva como RPS, sin embargo, efectuaron el pago de la multa en el 
momento de notificarles el auto de ingreso en prisión.  
 
                                                   
22 Estadístico que nos indica si los resultados obtenidos al cruzar variables son frutos del azar o por lo 
contrario se trata de correlaciones significativas estadísticamente hablando. 
23 A pesar de que el número de condenados objeto de análisis sea muy reducido para extraer un perfil, se 
considera relevante el análisis a fin de averiguar por qué este reducido porcentaje ha ingresado en prisión 
en a diferencia del elevado porcentaje de condenado que han gozado del beneficio de la suspensión de la 
pena. 
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Decisión final del 
juez 
pena como RPS 
26,2% (87) 
PENAS 
PRIVATIVAS DE 
LIBERTAD 
80,5% (70) 
PRISIÓN 
98,9% (69) 
SUSPENSIÓN 
75,3% (52) 
INGRESO 
PRISIÓN 
8,7 %(6) 
PENDIENTE 
INGRESO 
2,9 %(2) 
PAGO POSTERIOR 
MULTA 
7,2% (5) 
NO SE SABE 
5,8% (4) 
LOCALIZACIÓN 
PERMANENTE 
1,1% (1) 
Figura Nº3: Ejercicio de la discrecionalidad de los jueces en la 
imposición de la pena de prisión como RPS. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos de la base de datos SPSS.24 
 
Atendiendo al hecho de que en todos los casos mencionados, el juez decidió 
definitivamente que la pena a cumplir como RPS sea la prisión, descartándose la aplicación 
de cualquier medida alternativa, se procederá a analizar todos estos casos citados más 
arriba.  
En un primer momento se expondrá los datos generales respecto a los condenados a 
prisión como pena definitiva. Acto seguido, se procederá a un análisis individualizado de 
los mismos, a fin de complementar los datos obtenidos del análisis general. Además, 
conocer las circunstancias concretas de cada caso enriquece el análisis y podría ayudar a 
comprender mejor el criterio de los aplicadores del derecho respecto a la determinación de 
una pena u otra como RPS. 
En cuanto a las penas privativas de libertad impuestas, la localización permanente se ha 
determinado como pena a cumplir la RPS, tan solo en un caso, de modo que consideramos 
irrelevante su análisis para determinar un perfil de condenado.  
 
a) Datos generales de los condenados a una pena de prisión definitiva como cumplimiento de la RPS 
 
La muestra de los condenados a la RPS con pena de prisión definitiva, está integrada por 
los 13 penados ya citados en el párrafo anterior. 
 
A raíz de los datos obtenidos de los múltiples análisis realizados se puede destacar los 
siguientes resultados: 
- Todos los condenados que han recibido una pena definitiva de prisión pertenecen al sexo 
masculino.  
                                                   
24 Porcentaje del primer cuadrado, se ha calculado sobre el total de condenados a  una pena de multa (332).  
El  porcentaje del segundo cuadrado se ha calculado sobre el total de condenados a RPS (87). El cuadrado 
con el porcentaje de la prisión, se ha calculado sobre el total de penas privativas de libertad (70). Los 
porcentajes de los despliegues a partir de la prisión, se han calculado sobre el total de condenados a 
prisión (69). 
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No obstante, representan un 21% de los hombres condenados a prisión como RPS (61), que 
no se beneficiaron de la suspensión, decretándose su ingreso en prisión. A nivel más 
general, se ha obtenido que los hombres que recibieron una pena de prisión definitiva, 
representan el 17% de los condenados a RPS del mismo sexo, independientemente de la 
pena. 
 
En cuanto a las mujeres, del total de condenadas a la RPS (9) no consta ningún ingreso en 
prisión (vid. Tabla nº7, Anexo 1).   
 
El análisis de la presente variable se considera relevante, partiendo de la hipótesis de que 
los jueces tienden a aplicar en mayor medida penas privativas de libertad a los condenados 
del sexo masculino, mientras que a las mujeres se les tiende a aplicar en mayor medida 
penas alternativas (cargas familiares o menor gravedad de los delitos cometidos). 
 
Como veremos más adelante, parece ser que esta hipótesis se confirme. Dado que los 
hombres protagonizan la muestra de los condenados con pena definitiva de prisión (100%), 
mientras que el total de mujeres condenadas a RPS recibieron una pena alternativa como 
cumplimiento de la RPS.  
 
- La edad media de los condenados se sitúa a los 37 años. Siendo la edad mínima de 25 
años y la máxima de 56 años.  
Respecto a la muestra global de los condenados a RPS, la media de edad se sitúa a los 38 
años, sin gran desviación de la presente, mientras que la edad  mínima a los 20 años y 
máxima de 68 años. Prevalecen las edades comprendidas entre 35 y 45 años. 
 
- El 38,3 %(5) de los condenados de la presente muestra tienen nacionalidad española 
mientras que el 61,7%(8) son procedentes de otros países (Senegal, Malí, Ecuador, Rumania 
y Marruecos).  
 
Calculando los porcentajes sobre el total de condenados a RPS según la nacionalidad25, 
obtenemos que del total de los españoles a los cuales se les decretó la RPS, un 9% (5) recibió 
una pena de prisión definitiva. Mientras que en el caso de los extranjeros, la imposición de 
dicha pena se constató en el 22%(8) del total de condenados  extranjeros a RPS (Tabla Nº 8, 
Anexo 1). Sobre el total de condenados a prisión como RPS, del total de extranjeros un 25% 
(8) recibe dicha pena como definitiva, mientras que el caso de los españoles, se impone a un 
13%(5) de estos. De modo que, estos últimos has recibido en mayor frecuencia una pena de 
prisión respecto a los nacionales, a pesar de presentar un recuento inferior de declaraciones 
de RPS. 
 
Se ha analizado la presente variable dado que una de las hipótesis formuladas, era que las 
personas extranjeras por su mayor debilidad social y prejuicios acerca de su peligrosidad, 
reciben en mayor frecuencia penas privativas de libertad en relación con los españoles. La 
hipótesis parece hallar confirmación en este aspecto. 
                                                   
25 La muestra de los condenados a RPS, según la nacionalidad está compuesta por 51 españoles y 36 
extranjeros. Los porcentajes se han calculado en relación a estos valores expuestos. 
 ¿POBREZA TRAS LAS REJAS?  
 
 
 19 
Raluca Angelica Balan 
 
- En cuanto a la situación de los condenados en el momento de la sentencia, el 85%(11) de la 
presente muestra se encontraban en libertad a diferencia del 15% (2) que se hallaban en 
prisión por otra causa distinta a la ejecutada.  
 
Con respecto a la muestra global de condenados a RPS, se puede observar que de los 
cuatro26 condenados (4,5%) que se encontraban en prisión en el momento de decidir la 
ejecución de la RPS,  a 2 (2,2%) se les impuso una pena de prisión definitiva como 
cumplimiento de la RPS (Tabla Nº 9 anexo 1). Por tanto, del total de condenados que se 
hallaban en prisión, a un 50% se les impuso una pena de prisión definitiva. 
 
Respecto a los 2 condenados restantes que no han recibido pena de prisión como RPS, en 
un caso, el juez había decretado a priori la pena de prisión como cumplimiento de la RPS, 
no obstante se procedió a la excarcelación del condenado por causas humanitarias. En el 
otro caso, el juez determinó la imposición de Localización Permanente (falta de daños), 
desconociéndose su estado de ejecución.  
De modo que, entendemos que, parece ser que en el 100%(4) de los casos en los cuales el 
penado se encuentra en prisión por otra causa, la tendencia de los jueces es imponer una 
pena privativa de libertad.  
 
La hipótesis formulada respecto a la situación del condenado, indicaba que los jueces 
muestran mayor tendencia a imponer una pena privativa de libertad a aquellos 
condenados que se encuentren en prisión en el momento del auto, disminuyendo las 
posibilidades de imponerles una pena alternativa. Parece encontrar confirmación en la 
muestra presente. 
 
En la investigación de referencia,  la pena alternativa se concedía en un 7,5% de los casos en 
los cuales el penado se encontraba en prisión, mientras que para el resto 92,5% se les 
imponía una pena de prisión. (Cid & Larrauri, 2002, pág. 91). De modo que en ambas 
investigaciones parece confirmarse la hipótesis. 
 
- El 45%(31) de los condenados a prisión como RPS, presentaban un historial limpio, 
mientras que el 55% (38) presentaban anotaciones en su hoja histórico-penal.  
 
En cuanto a la hoja histórico-penal de los condenados a prisión de la presente submuestra, 
los datos revelan que solamente se halló un condenado que careciendo de anotación alguna 
en su historial penal, se le decretó el ingreso en prisión como cumplimiento de la RPS. No 
obstante, éste efectúo el pago de la multa al notificarle el ingreso en prisión, que finalmente 
extinguió dicha responsabilidad.  
 
Respecto del 93% (12) restante, presentan anotaciones en la hoja histórico penal. De estas 
anotaciones, se ha hallado que el 77% (10) de los condenados que ingresan en prisión 
                                                   
26 En la base de datos consta 5 condenados a RPS que se hallaban en prisión en el momento de la ejecución. 
No obstante, tras la lectura de las incidencias de los casos, resulta que en uno de ellos el penado se 
encontraba excarcelado al momento del auto, motivo por el cual se le concedió la pena de TBC. Por tanto 
no se contabilizará. 
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presentan antecedentes vivos. En la investigación realizada a Barcelona, el porcentaje 
hallado era del 95%, mucho mayor que el encontrado en este caso (Cid & Larrauri, 2002, 
pág. 95). 
De los que presentan antecedentes vivos, 23% fueron calificados de reos habituales (3) y un 
destacable 53% como reincidentes (7). 
Respecto a los antecedentes cancelables o cancelados, se ha obtenido una representación 
del 14% de condenados. Los condenados con antecedentes posteriores entre sus 
anotaciones, representan un 50% de la muestra. No obstante, un 15% de los condenados a 
prisión, únicamente disponían de antecedentes posteriores al momento de que el juez 
emitiese el auto, siendo reos primarios en el momento de la condena. 
 
No obstante, en la investigación mencionada más arriba, se obtuvo un 65% de condenados 
a prisión como RPS que poseían antecedentes posteriores entre sus anotaciones. Mientras 
que a un 35% se les concedió la suspensión.  
 
La hipótesis planteada es que aquellos condenados cuya hoja histórico-penal presente 
antecedentes vivos, recibirán en menor medida penas alternativas a la prisión como 
cumplimiento de la RPS. Por lo contrario, si presentan un historial limpio, gozaran en 
mayor medida de penas alternativas como RPS. 
La presente hipótesis parece confirmarse dado que el 77%(10) de los condenados presentan 
antecedentes vivos mientras que un 7,6% (1) presentan un historial limpio. 
  
Si compramos los valores obtenidos con la muestra de los condenados a prisión como RPS 
(69), podremos comprender que antecedentes han sido más relevantes en la decisión el juez 
en imponer dicha pena como definitiva. 
Del total de condenados a prisión con antecedentes vivos, a un 42%(10) se les decreta el 
ingreso efectivo. En cuanto a los reincidentes, se les impone dicha pena como definitiva en 
el 58%(7) de los casos.  
Del total de los reos habituales que han recibido una pena de prisión, a un 37 % se decretó 
el ingresó en la cárcel. Cabe resaltar, finalmente, los condenados a RPS con antecedentes 
posteriores, de los cuales un 57% se les ha determinado la imposición de una pena de 
prisión definitiva para el cumplimiento de la RPS.  
 
- Otra variable que podría aportarnos indicios acerca del criterio judicial, se refiere a la 
drogodependencia acreditada en la fase de ejecución. De acuerdo a la investigación 
realizada a Barcelona (Cid & Larrauri, 2002) los penados cuya drogodependencia queda 
acreditada, tienden a ingresar en prisión como cumplimiento de la RPS, mientras que 
aquellos que no la tienen acreditada, tienden a cumplir la RPS mediante penas alternativas. 
En el presente análisis no se ha hallado ningún caso de condenados drogodependientes que 
hayan ingresado en prisión como RPS. 
 
- Los motivos para la denegación de la suspensión o TBC como RPS, tanto por los jueces en 
sus autos como por los fiscales en sus escritos, hacen referencia a la carencia de la condición 
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de reo primario (existencia de antecedentes vivos) y especialmente a la reincidencia, 
habitualidad o delitos posteriores como argumento de que “no merecen beneficio alguno”.27 
Cabe destacar especialmente los casos de reincidencia acreditada en sentencia y 
anotaciones posteriores con un 40% (2), dado que, de acuerdo al análisis individualizado 
parecen ser decisivos en la determinación entre una pena alternativa o privativa de 
libertad.  
De modo que, al 30%(7) del total de condenados a RPS calificados de reincidentes (20), se 
les impuso una pena privativa de libertad, aludiendo como argumento de peso dichas 
anotaciones y omitiendo cualquier mención a la pena de TBC. 
 
- Respecto a los delitos cometidos por los condenados a prisión como RPS, es relevante 
conocerlos a fin de averiguar si existe una mayor punición en relación a la clase de delito. 
Nuestra hipótesis es que los delitos contra el patrimonio y salud pública reciben en mayor 
medida penas privativas de libertad como RPS, mientras que los de seguridad vial reciben 
penas alternativas, dado que no son percibidos como delincuentes.  
 
En este caso, en la Tabla Nº10 (Anexo 1) se observa que un 46% (6) de los condenados a 
RPS con pena de prisión han cometido un delito contra la seguridad vial, concretamente 
delitos de conducción bajo influencia del alcohol (Articulo 379.2 CP)  o conducción sin 
carnet o licencia (Articulo 384 CP).  Respecto a los delitos contra el patrimonio, salud 
pública y las faltas, se ha hallado un 15,5%(2) de condenados a pena de prisión como RPS, 
por cada tipo de delitos.  
 
Teniendo en cuenta que los delitos contra la seguridad vial están sobrerrepresentados tanto 
en la muestra global con un 47%(316) y con un 68%(232)28 sobre la muestra de condenados 
a multa, debemos determinar si este porcentaje obtenido de decretados a prisión es elevado 
atendiendo a la frecuencia de estos.  
 
De modo que, comparando con el total de condenados a RPS29 por delitos de seguridad 
vial (55), el juez ha determinado el ingreso en prisión a 11% de estos. En cuanto a los 
condenados a RPS por delitos contra el patrimonio (6) y los delitos contra salud pública (6) 
se decretó en un 33,4% de cada categoría delictiva. Respecto a las faltas (9), los condenados 
a prisión por RPS representan un 22% del total. 
Por lo tanto, los resultados obtenidos parecen indicar que se cumple la hipótesis formulada, 
dado que del total de condenados a prisión como RPS, cuentan con una mayor 
representación aquellos que han cometidos delitos contra el patrimonio y salud pública. 
Comparando los datos obtenidos con la investigación de referencia “Jueces Penales y penas 
en España”, el ingreso en prisión se decretaba en el 63% de los condenados a delitos contra 
la propiedad y en un 37% los condenados a delitos contra la seguridad vial,  a diferencia 
del 33,4% y el 11% respectivamente hallado en nuestra muestra. 
 
                                                   
27 Frase en cursiva extraída de uno de los auto de motivación de un juez denegando la suspensión a un 
penado de la muestra que presentaba varios antecedentes vivos. 
28 Vid.  Descripción muestra de condenados a multa, Gráfico de barras nº 3, Anexo 2. 
29 Vid.  Tabla Nº10 y Tabla Nº11 en Anexo 1.  
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- En cuanto a la “posición del Ministerio Fiscal “, (MF en adelante) se considera relevante 
su análisis en el sentido de que si se posiciona en contra de la concesión de penas 
alternativas, los jueces las acaba denegando. El grado de concordancia entre ambos 
aplicadores del derecho en cuanto a la determinación de la pena, corresponde a un elevado 
93% de acuerdo. 
De modo que tan solo en un caso, el MF se mostró a favor de la concesión de la suspensión 
de la pena de prisión de un condenado con antecedentes cancelables y a pesar de ello, el 
juez decidió el ingreso en prisión. No obstante, permitió a dicho condenado el pago de la 
multa posteriormente al auto, a cambio de evitar la RPS. Así pues el grado de discrepancia 
entre la petición del MF y la decisión final del juez es muy bajo (Tabla Nº6, anexos).  
De modo que parece que la hipótesis encuentra confirmación en la presente muestra 
estudiada. 
 
- Por último cabe destacar el caso de aquellos condenados a al menos dos delitos, que han 
recibido para uno de ellos, una pena de prisión y para el otro una pena de multa derivada 
en RPS. De los 9 casos hallados de la muestra de los condenados a RPS, 4 de ellos han 
ingresado en prisión como cumplimiento de la RPS.  
 
En estos supuestos, se considera relevante el análisis de dichos casos, atendiendo a la idea 
de que la decisión final acerca del cumplimiento de la pena de prisión  condiciona el 
cumplimiento de la RPS, moviéndose en la misma dirección.  
Los datos obtenidos parecen indicar que se confirma la hipótesis, dado que, de los cuatro 
casos identificados de condenados a RPS que han ingresado en prisión o ingresaran (busca 
y captura), a todos ellos se les decretó la entrada en prisión para el otro de los delitos, 
descartándose la suspensión o sustitución de la pena. Como se puede observar en los 
cuadros del siguiente epígrafe, en el caso del condenado 4 y 6 (Anexo Nº2), la pena de 
prisión por el otro delito se encuentra en curso a fechas actuales, la pena del condenado 5 
está finalizada y la del condenado 7 está pendiente el ingreso para dicha pena y para el 
cumplimiento de la RPS, al hallarse en busca y captura.     
 
- Por último la duración media de las penas de multa impuestas se sitúa a los 6 meses y 
medio, con un mínimo de 30 días multa y un máximo de 570 días - multa.  Se consideró el 
análisis de la presente variable a fin de determinar si los jueces tienden a imponer penas 
privativas de libertad si la duración de las multas impuestas eran largas, mientras que en 
aquellas más cortas opta por penas alternativas, a fin de evitar las estancias cortas en 
prisión o entendiendo que los hechos no revisten de especial gravedad. 
Esta variable no ha resultado parecer relevante en la muestra de estudio, dado que no se ha 
hallado un patrón. Los jueces parecen no tener en cuenta la duración de la pena para 
valorar favorablemente la determinación de la pena.  
 
Consecuentemente, si quisiéramos establecer un perfil del condenado a prisión de nuestra 
muestra de estudio seria el siguiente: hombre de 37 años procedente de otro país (62%) que 
se encuentra en libertad en el momento de la ejecución de la pena (85%) con anotaciones en 
su hoja histórico penal (93%), destacando aquellas por reincidencia (70%). Se descarta la 
aplicación de una pena alternativa debido a la existencia de antecedentes penales al 
momento de decidir dicha pena subsidiaria, sobretodo reincidencia o que el penado  se 
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encuentre en  prisión (por la misma causa con pena cumulativa u otra distinta). Su abogado 
no solicita una pena alternativa a la prisión como RPS (53%).  Es autor de delitos contra el 
patrimonio o contra la salud pública (33,4%). No cuenta con la posición favorable del MF 
acerca de la imposición de una pena alternativa (92%).   
b) Análisis individualizado de los condenados en prisión o pendientes de ingreso   
 
Atendiendo al hecho de que los condenados a pena de prisión definitiva como RPS son los 
perjudicados directos del presente mecanismo, se ha considerado relevante realizar un 
análisis individualizado de cada uno, a fin de aportar luces acerca del criterio empleado 
por los jueces a través de la contextualización de los casos. De este modo, se podrían 
descubrir datos indiciarios, que el análisis general por su naturaleza, podría haber pasado 
por alto.  
 
Por lo tanto, para el presente epígrafe, se ha realizado el análisis de cada uno de los ocho 
condenados que han ingresado o se hallan pendientes de ingreso en prisión. Para ello, a 
raíz del exhaustivo análisis de cada caso y de las anotaciones halladas en el apartado de 
incidencias de cada plantilla, se han construido ocho cuadros explicativos para cada 
condenado, incluyendo aquellos datos considerados relevantes para la decisión del juez. 
Debajo de cada cuadro se proporciona una descripción de cada caso (vid. Anexo Nº 2). 
 
A partir de los análisis individualizados se ha podido extraer algunos indicios acerca del 
criterio de los jueces a la hora de imponer una pena de prisión como RPS. 
 
En primer lugar, cabe destacar que al parecer, la acreditación de la condición de 
reincidente, implica que los aplicadores del derecho, tanto jueces como MF, descarten de 
forma automática la imposición de cualquier medida alternativa a la prisión (ej. 
Condenado nª3). Dichos antecedentes parecen prevalecer por encima de las circunstancias 
del caso o del autor (Condenado nº 8, Anexo 1).  
 
En cuanto a los defensas, salvo en dos casos, no se han manifestado solicitando una pena 
alternativa a la prisión como RPS. Esto podría ser debido al hecho de desatenderse del caso 
o por la convicción de que a razón del historial penal de su defendido, no cabe posibilidad 
de concederse ninguna pena alternativa. No obstante, en el caso del Condenado Nº3, a 
pesar de presentar antecedentes vivos y tener acreditada la condición de reincidente, su 
abogado de libre designación solicitó la pena de TBC. Por añadidura, en el caso del 
Condenado Nº5, el abogado de oficio solicitó la suspensión o la pena de TBC en su defecto, 
a pesar de que su defendido fuese reo habitual, reincidente y con antecedentes posteriores. 
Es difícil por tanto, extraer una conclusión acerca de la baja solicitud por  parte de los 
defensas de las penas alternativas, aunque parecería declinarse la balanza más hacia el 
desentendimiento de los casos, entendiendo que los abogados por su profesión siempre 
solicitaran la pena mínima para su defendido independientemente del historial penal y así 
se demuestra en los casos en los cuales se han manifestado.  
 
En segundo lugar, de acuerdo a los autos de motivación de la denegación de la suspensión 
o de la pena de TBC, al parecer, los jueces otorgan gran peso a aquellos antecedentes 
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posteriores y circunstancias concurrentes a la hora de decidir el auto, proporcionando una 
pena más severa a aquellos que, durante el plazo que transcurre entre la condena y la 
ejecución de la RPS, han delinquido (Condenado nº6 y Condenado nº7). Además, los 
condenados referidos, eran reos primarios al momento de la condena cuya RPS se estaba 
decidiendo. En base a dicha motivación, los jueces parecen no entender la determinación de 
la RPS en términos de proporcionalidad e igualdad, sino que aplican las mismas reglas 
como si se tratase de condenados por un delito castigado con pena de prisión.  
No obstante la motivación de los jueces, ambos condenados se encontraban en prisión por 
otra causa en el momento de la ejecución de la RPS y se les había condenado por un delito 
contra la salud pública con una pena cumulativa de multa proporcional con prisión. De 
modo que, la decisión respecto al ingreso en prisión como cumplimiento de la RPS, podría 
verse influenciada por la situación de estos, sea exclusivamente o por añadidura. Sin 
embargo, en el auto de motivación no se alude a su situación.  
Otros datos parecen dar apoyo a la existencia de una posible concepción de los jueces de la 
RPS como una pena de prisión como tal. Es decir, parece ser que en los supuestos de RPS, 
la suspensión y la pena de TBC se conciben como un beneficio y no como una pena más 
adecuada y proporcional ante el impago de la multa por insolvencia acreditada. Este hecho, 
se ve reflejado por motivaciones extraídas de los autos de jueces en los cuales deniegan 
dichas penas alternativas alegando que el penado “presenta multitud de antecedentes 
penales y no merece beneficio alguno” (Condenado nº3 y condenado nº6). 
 
Otro dato a destacar es la residual petición o incluso mención de la pena de TBC tanto por 
las defensas como por los aplicadores de la ley. Esto podría ser debido a su relativamente 
reciente incorporación en el CP como opción menos lesiva ante el impago de multa o la 
imagen de pena blanda para este tipo de infractores con antecedentes penales. O también 
podría ser debido a la cultura judicial más punitiva respecto a los condenados con 
antecedentes penales vivos, sobre todo reincidentes o habituales, en el sentido de que para 
aquellos solamente parece haber cabida la aplicación de la pena de prisión. También es 
destacable la escasa duración de las penas de prisión impuestas como RPS, oscilando entre 
un mínimo de 1 mes y un máximo de 6 meses de prisión. Siendo la última hallado 
solamente en un caso en el cual, precisamente se desaconsejó el ingreso en prisión del 
condenado mediante un informe emitido por servicios sociales (Condenado Nº8). 
 
c) Análisis de los condenados a prisión autorizados a efectuar el pago posteriormente al auto de 
ingreso en prisión como RPS  
 
Se ha decidido separar los análisis respecto a los condenados que han ingresado en prisión 
del anterior epígrafe,  dado que los casos presentes revisten de una particularidad, que es la 
extinción de la RPS debido a la solicitud de los penados y la consecuente autorización de 
los jueces al pago de la multa, posteriormente a la emisión del auto de ingreso en prisión 
como RPS. Se considera relevante el presente análisis, dado que parece indicar una 
flexibilización de los jueces en el sentido de anteponer el pago de la multa al ingreso a 
prisión del condenado. 
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La descripción de las características y circunstancias de los cinco condenados, se 
encuentran en el Cuadro Nº 9 (Anexo 1).  
Del presente análisis, cabe destacar que 4 de los penados presentaban anotaciones en su 
hoja histórico penal, mientras que uno de ellos contaba con un historial limpio. Solamente 
en dos casos, la defensa solicitó una pena alternativa como cumplimiento de la RPS. El MF 
se posicionó en contra ante la imposición de toda pena alternativa a la prisión en 4 de los 
casos, desconociéndose su postura acerca del restante condenado sin antecedentes penales. 
 
Del mismo modo que en el análisis del epígrafe anterior, se han encontrado casos en los 
cuales el penado satisface parcialmente la pena de multa impuesta, declarándose 
insolvente para la resta y por defecto, la RPS. No obstante, el juez decreta el ingreso en 
prisión por la posesión de antecedentes vivos, no computables a efectos de reincidencia o 
habitualidad. De modo que, podemos observar que el pago parcial no es contemplado de 
forma más favorable por los jueces que los casos en los cuales el sujeto no satisface 
íntegramente cuantía.  Prevaleciendo los antecedentes vivos por encima las circunstancias 
del caso. 
Esto podría interpretarse de dos maneras, por un lado, entendiendo que en estos casos los 
jueces se muestran menos rígidos en el cobro posterior de la multa, anteponiendo la 
libertad del autor al incumplimiento de los trámites legales para dicho cobro. O podría 
entenderse en términos de que, los jueces anteponen el pago de la multa por encima de 
cualquier circunstancia del autor.  
  
6.2 La suspensión de la ejecución de la pena de prisión como RPS 
Como vimos en el apartado anterior, a pesar de constarse una mayoritaria predisposición 
de los jueces a imponer una pena de prisión como cumplimiento de la RPS (80,5%), en la 
gran parte de los casos dicha imposición no culmina en el ingreso efectivo del penado en 
un centro penitenciario. Tal y como se observa en el Gráfico Nº 3, este dato se matiza 
considerablemente en la fase de ejecución, dado que, por un lado en el 75% de los casos se 
ha concedido el beneficio de la suspensión de la ejecución de la pena de prisión impuesta 
como RPS. Y por otro lado, en un 7,2% se ha permitido el pago de la multa posteriormente 
a la emisión del auto de ingreso en prisión con la consecuente extinción de la 
responsabilidad subsidiaria.  
 
En el presente epígrafe analizaremos el perfil de los condenados a una pena de prisión 
como RPS, cuya ejecución se suspendió con la condición, entre otras posibles, de no 
delinquir durante un tiempo determinado. 
La muestra se integra por 52 condenados que han gozado del beneficio de la suspensión. 
Tras los múltiples análisis elaborados se puede destacar lo siguiente: 
- El 72% (44) de los hombres condenados a prisión como RPS30, se beneficiaron de la 
suspensión de la RPS, mientras que las mujeres en el 100%(8) de dichos casos. Dentro de la 
muestra de los beneficiarios de la suspensión (52), los hombres representan el 84%(44) y las 
mujeres el 16%(8). 
                                                   
30 La muestra de condenados a prisión como RPS, está integrada por 69 condenados, de los cuales 61 son 
hombres y 8 son mujeres. Los porcentajes se han calculado sobre el recuento de cada sexo de esta muestra. 
 ¿POBREZA TRAS LAS REJAS?  
 
 
 26 
Raluca Angelica Balan 
No obstante, para conocer la representación de los beneficiarios de la suspensión por cada 
sexo dentro del total de condenados a RPS, se han calculado los porcentajes en relación 
dicha muestra diferenciada por sexo.  
De modo que, del total de los hombres condenados a RPS, un 56% (78) se beneficiaron de la 
suspensión de la condena. 
En cuanto a las mujeres, si se compara con el total de las condenadas a RPS, obtenemos una 
frecuencia del 89% de beneficiarias de la suspensión de dicha ejecución. Como vimos en el 
apartado anterior, ninguna mujer ingresó en prisión como cumplimiento de la RPS. 
 
No olvidando los límites referidos a la escasa significación estadística de la muestra, estos 
resultados parecen indicar una reacción más benévola hacia las mujeres en cuanto al 
cumplimiento de la RPS. 
- La edad media de los beneficiarios de la suspensión de la presente muestra se sitúa a los 
38 años. Estableciéndose una edad mínima de 20 años y una máxima de 65 años. 31 
En cuanto a los hombres, la edad media hallada corresponde a los 37 años. La edad mínima 
y máxima coincide con la general mencionada más arriba. Se ha observado frecuencias 
dispersas de todas las franjas de edades de 20 a 65 años, con una tendencia mayor de las 
edades comprendidas entre 26-35 años (Gráfico Nº3 y Nº4, Anexo 1). 
Respecto las mujeres, la edad media es mayor, situándose a los 42 años. La edad mínima de 
las condenadas es la de 21 años y la máxima 57 años. Se ha identificado una mayor 
frecuencia de las edades concretas de 41 y 51 años. Y muy escasa frecuencia de edades 
comprendidas entre los 20-30 años.  
La edad podría considerarse una variable influyente en la decisión de los jueces respecto a 
la suspensión de la pena de las mujeres, dada la imagen social construida acerca de éstas, 
sobre todo a edades como las obtenidas, como madres con cargos familiares y escasa y la 
escasa peligrosidad asociada. 
- Respecto a la nacionalidad, los datos obtenidos indican que el 65%(33) del total de 
españoles/as a los cuales se les ha declarado la RPS, han gozado del beneficio de la 
suspensión. Mientras que de los condenados extranjeros, un 52% (19) han recibido el 
mencionado beneficio. Respecto a la procedencia de estos últimos, las frecuencias son muy 
bajas y dispersas por país, no obstante destacan países como Marruecos con un 21% (4), 
seguido de Rumania con un 15% (3) y Honduras con un 10,5% (2).  
Si nos focalizamos en la muestra de los condenados a pena de prisión como RPS 
diferenciada por nacionalidad32, obtenemos que un 89% (33) de los españoles que a priori 
recibieron una pena de prisión, finalmente se les suspendió la ejecución. Respecto a los 
condenados de origen extranjero, el  54% (19) se beneficiaron de dicha concesión en de los 
casos.  
 
                                                   
31 Edad calculada a fecha de la ejecución de la pena (2015), dado que nos interesa la discrecionalidad de los 
jueces en dicha fase. 
32 La muestra de los condenados a prisión como RPS  está integrada por 69 condenados, de los cuales 37 
son españoles y 32 son extranjeros. Los porcentajes plasmados se han calculado dentro del recuento según 
la nacionalidad de dicha muestra. 
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Añadiendo la variable “sexo”, obtenemos que un 86%(26) total de hombres españoles 
condenados a RPS como prisión33, han visto suspendida la ejecución de ésta. Y el 100% (7) 
del total de mujeres españolas condenadas a prisión como RPS, han gozado del beneficio 
de la suspensión.  
Respecto a los hombres extranjeros, del total de los condenados a prisión como RPS, un 
59% (18) han gozado del beneficio de la suspensión. Mientras que en el caso de las mujeres, 
solamente se ha identificado una mujer extranjera y se le suspendió la pena. 
Estos datos parecen indicar, que los aplicadores del derecho tienden a suspender en mayor 
medida la ejecución de la RPS, en los hombres de nacionalidad española, que en aquellos 
de nacionalidad extranjera. No obstante, cabe profundizar el análisis para conocer las 
circunstancias de los casos.  
En cuanto a las mujeres españolas, en todos los casos se les han suspendido la pena de 
prisión como RPS. Y finalmente, dado que solamente se halló un caso de una mujer 
extrajera condenada a RPS con prisión, no se puede conocer la tendencia del juez. 
 
- Respecto a la situación de los condenados en el momento de la ejecución de la pena, todos 
los beneficiarios de la suspensión se encontraban en libertad y un 94% localizables. De 
modo que, parece encontrar confirmación la hipótesis formulada en relación a la presente 
variable, en el sentido de que los condenados en situación de libertad reciben en mayor 
medida penas alternativas a la prisión como cumplimiento de la RPS. Por lo contrario, los 
jueces tienden a imponer en mayor medida penas privativas de libertad si la persona se 
encuentra en prisión en el momento a decidir, que vimos que también encontró su 
confirmación en el apartado anterior, salvo casos excepcionales.  
 
- Otro dato a destacar es el referido a los antecedentes penales de los condenados 
beneficiarios de la suspensión de la RPS. De acuerdo a la hipótesis formulada, los jueces 
tienden a imponer en mayor medida penas alternativas a la prisión o suspender la 
ejecución de éstas si los condenados presentan un historial penal sin anotaciones. 
 
En el caso que nos ocupa, un  57,7% (30)34 presentan un historial penal limpio mientras que 
el 42,3%(22) presentan alguna anotación en su hoja histórico penal.  En referencia al sexo de 
los condenados, un 57%(25) de los hombres eran reos primarios, mientras que el 43%(19) 
restante, presentan alguna anotación. De éstos últimos, un 47%(9) presentan antecedentes 
vivos, otro 73%(14) cuentan con antecedentes cancelables o cancelados  y 10 %(2) 
posteriores. 
En la investigación realizada a Barcelona, se obtuvo que el hecho de que la persona 
presente en su historial delictivo antecedentes cancelables reduzca las posibilidades de que 
se le otorgue el presente beneficio. De modo que en el presente caso, el porcentaje de 
condenados con antecedentes cancelables beneficiarios de la suspensión es bastante 
elevando de un 73% de los casos. 
                                                   
33 Los porcentajes se han calculado sobre el total de condenados a prisión como RPS, clasificados por  sexo 
y la nacionalidad. En cuanto a los españoles, se ha encontrado 30 hombres y 7 mujeres. Y de los 
condenados de origen extranjero, 31 hombres y una mujer. 
34 Porcentajes calculados sobre el total de beneficiarios de la suspensión según el sexo: 44 hombres y 8 
mujeres. 
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En cuanto a las mujeres, un 62% (5)  presentan un historial penal sin anotaciones. Mientras 
que un 38%(3) tiene alguna anotación en su hoja histórico penal. Dos de éstas, presentan 
únicamente antecedentes cancelables o cancelados. La otra condenada es un caso peculiar, 
dado que es calificada como reincidente, habitual y con antecedentes cancelables o 
cancelados, sin embargo el MF considera que son todos cancelables y se muestra a favor de 
la suspensión, concediéndosele finalmente dicho beneficio. Este hecho podría ser un indicio 
del automatismo del juez respecto a la aplicación de las peticiones del MF acerca de la pena 
a cumplir como RPS. Esto podría ser debido a un principio de confianza entre ambos 
aplicadores del derecho o desatención respecto al caso. 
 
Se han hallado 3 casos de suspensión especial por drogodependientes (Articulo 80.5 CP). 
Los tres presentaban antecedentes vivos y cancelables. Tratándose de tres hombres, de los 
cuales, dos nacionales y un extranjero de Marruecos. Dos de los abogados presentaron 
informes adicionales para acreditar que el penado se está deshabituando. 
De acuerdo a la información extraída de las incidencias de la plantilla, hay un caso de un 
condenado que se encontraba en prisión por otra causa, no obstante en el momento de 
emitir el auto acerca del cumplimiento de la RPS, se encontraba excarcelado.  
En referencia a la hipótesis formulada en el epígrafe anterior, parece no encontrar 
confirmación, dado que la drogodependencia de los condenados no ha parecido valorarse 
como impedimento para la concesión de una pena alternativa al ingreso en prisión. 
 
Y finalmente cabe destacar dos casos en los cuales los jueces aplicaron suspensión 
extraordinaria (Articulo 80.3 CP) que justo había entrado en vigor el 1 de julio del mismo 
año 2015. Dicha nueva redacción implica una mayor flexibilización en cuanto a la concesión 
a penados con antecedentes penales, si estos son de distinta naturaleza.35  
En uno de los casos, juez decide suspenderle la pena, a pesar de tener antecedentes vivos, 
con la condición de realizar trabajos en beneficio de la comunidad. Esto parece indicar una 
reticencia de los jueces a la aplicación de la suspensión para condenados con antecedentes, 
de modo que muestra mayor punición añadiendo la condición de una pena de TBC. 
 
Y en el otro caso, el penado paga una parte de la multa y se le declara insolvente para el 
resto. El MF se muestra en contra de la suspensión de la RPS, aludiendo a la existencia de 
antecedentes vivos, aunque se muestra a favor de la pena de TBC. Sin embargo, el juez 
acuerda la suspensión conforme a la nueva redacción del artículo 80 del CP, entendiendo 
que los antecedentes son de distinta naturaleza. 
Podemos destacar que del total de condenados cuya hoja histórico-penal presentaba 
anotaciones, solamente en un 6,6% se les aplicó la nueva reforma. De modo que, la escasa 
aplicación podría ser debida a que los jueces en su mayoría debían desconocer dicha 
posibilidad por ser muy reciente o desaprobarla o que los hechos hayan sido ejecutados 
antes del 1 de julio cuando entro en vigor dicha modificación. 
                                                   
35  Art. 80.3 CP” Excepcionalmente, aunque no concurran las condiciones 1.ª y 2.ª del apartado anterior, y 
siempre que no se trate de reos habituales, podrá acordarse la suspensión de las penas de prisión que 
individualmente no excedan de dos años cuando las circunstancias personales del reo, la naturaleza del 
hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el daño causado, así lo aconsejen.” 
 ¿POBREZA TRAS LAS REJAS?  
 
 
 29 
Raluca Angelica Balan 
 
- En cuanto a los delitos cometidos, los datos obtenidos muestran una sobrerrepresentación 
de los delitos contra la seguridad vial, con una frecuencia del 67%(35) de condenados. Con 
un porcentaje muy alejado, se hallan los condenados a delitos contra la salud pública, 
representando un 7,6 (4) de los beneficiarios de la suspensión. Y finalmente, destacan los 
condenados a delitos contra el patrimonio con un 5,7%(3). 
 
A fin de descartar si la elevada representación de los delitos contra la seguridad vial es 
debida simplemente a su sobrerrepresentación respecto a la resta de delitos de la muestra  
de condenados a multa de modo, se procede a calcular los porcentajes de los beneficiarios a 
la suspensión dentro del recuento total cada tipo de delito para el cual se ha decretado la 
RPS. Por lo tanto obtenemos que del total de condenados a RPS por delitos contra la 
seguridad vial (55), un 64% hayan gozado del beneficio de la suspensión de la ejecución de 
la prisión impuesta como RPS.  En cuanto a los delitos contra el patrimonio, dentro del total 
de condenados a RPS (6), en un 50% se le aplica la suspensión de la ejecución de la pena de 
prisión impuesta, recordando que a un 33% de estos se les decreta el ingreso en prisión. Y 
finalmente, un 66% de los condenados a RPS por delitos contra salud pública (6), se les 
otorga la suspensión. 
 
De modo que obtenemos un porcentaje más elevado en delitos contra salud pública, como 
beneficiarios de la suspensión, seguido inmediatamente por los delitos contra la seguridad 
vial. Y en tercer lugar, los delitos contra el patrimonio con un 50% de concesiones. 
 
Esto parece indicar que la hipótesis formulada en el sentido de que los condenados a 
delitos contra la seguridad vial, gozan en mayor medida de penas alternativas a la prisión 
como RPS, en detrimento de los condenados a delitos contra la salud pública o patrimonio, 
se confirma parcialmente. Es cierto, por un lado, que los condenados a delitos viales 
presentan un menor porcentaje de ingresos en prisión por RPS (11%) que los condenados a 
delitos contra el patrimonio (33%)  y salud pública (33%). Por otro lado, también parece ser 
cierto que los condenados a delitos viales gozan en mayor medida de penas alternativas 
como RPS (11% vs 64%), mientras que los condenados a delitos patrimoniales,  cuentan con 
menor porcentaje de concesiones de la suspensión respecto a los primeros, pero la 
diferencia no es tan alarmante, como era de esperar, hallándose unos 14 puntos más bajo. 
No obstante, no es cierto que los delitos contra la salud pública gocen en menor medida del 
beneficio de la suspensión, ya que encabezan el listado de los delitos para los cuales en 
mayor frecuencia se concedió la suspensión, dentro del recuento de los cometidos y 
declarada la RPS del condenado. 
- En cuanto a la petición de la defensa de una pena alternativa a la prisión, en un 76% 
solicitó la suspensión de la ejecución de la RPS, en un 4% una pena de TBC y en otro 4% 
ambas mencionadas. De modo que, al igual que el caso de los condenado a prisión 
definitiva, se revela una residual petición de la pena de TBC como pena alternativa a la 
prisión. 
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De estas peticiones, en un 75% de los casos el MF se mostró conforme a la imposición de 
una pena alternativa (Tabla Nº 12, Anexo 1). En un 11% la defensa no solicita pena 
alternativa, no obstante el MF se muestra a favor de estas. 
 Finalmente en un 4% el MF se muestra contrario a la concesión de penas alternativas, tanto 
suspensión como TBC, otorgando el juez la suspensión. Se trata de los casos expuestos 
anteriormente, en los cuales se concedió la suspensión extraordinaria. De modo que, parece 
indicar que existe un 96% de concordancia entre la postura del MF y la decisión adoptada 
finalmente por el juez. Confirmándose la hipótesis formulada respecto a la influencia de la 
petición del MF en la determinación del juez de un pena privativa de libertad o alternativa 
a esta. 
- Otra variable a tener que podría influir en la decisión del juez, serían los supuestos de 
penas de multa decretadas en RPS y cumulativas con prisión. Entendiendo que la decisión 
acerca del cumplimiento de la pena de prisión, condiciona el cumplimiento de la RPS en la 
misma dirección. Los datos muestran que la hipótesis encuentra confirmación, dado que de 
los 11 casos hallados en los cuales se impuso una pena de prisión y una pena de multa, el 
juez suspendió la prisión y la RPS en 10 de los casos. Mientras que el caso restante, se 
sustituyó la prisión y se suspendió la RPS (Tabla Nº12, Anexo nº 1). 
- También cabe incidir en los condenados a al menos dos delitos, que han recibido una 
pena de prisión para uno de ellos y una pena de multa para el otro (RPS). Se han hallado 4 
casos, en tres de ellos se ha concedido la suspensión para la pena de prisión como también 
para la ejecución de la RPS mediante prisión.  Mientras que en el caso restante, se ha 
suspendido la RPS de uno de los delitos y  para el otro se sustituyó la pena de prisión por 
TBC. De modo que parece indicar que el juez, dadas las dificultades de argumentar la 
suspensión para un delito y negarla para otro, tiende a aplicar dicho beneficio en ambos 
casos. A excepción de uno, en el cual consideró más adecuada la sustitución por TBC en 
cuanto a la prisión, mientras que para la RPS decidió la suspensión. 
Por tanto, podríamos resumir el perfil del beneficiario de la suspensión de la siguiente 
forma: mujer española (100%) u hombre español (89%) de unos 38 años, en situación de 
libertad y localizable. Historial penal limpio (57%) o  antecedentes cancelables  (73% de los 
que presentan anotaciones). En la mayoría de los casos la defensa solicita la suspensión de 
la RPS y el MF se muestra conforme. Son reos de delitos contra la salud pública, delitos 
contra la seguridad vial o contra el patrimonio. Los que tienen una pena cumulativa con 
prisión u otro delito castigado con la mencionada pena, han recibido el beneficio de la 
suspensión para estas. 
6.3 La pena de TBC como opción de cumplimiento de la RPS 
De acuerdo al Gráfico nº2,  los aplicadores del derecho apuestan en un reducido 16%(14) 
por la pena de trabajos en beneficio de la comunidad como cumplimiento de la RPS, no 
obstante comparado con la investigación de referencia, parece ser menos alarmante (16% 
vs. 1%), dado que podría indicar una tendencia de los jueces a apostar por dicha pena. 
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A continuación se expondrán los datos relevantes extraídos de  los condenados a la 
presente pena alternativa y acerca del criterio empleado por los jueces para su 
determinación: 
 
- Los datos obtenidos revelan que de la muestra de los condenados a TBC como RPS (14), 
un 93%(13) son hombres mientras que el 7%(1) restante son mujeres. De nuevo, estos datos 
no nos indican el porcentaje de aplicación por sexo, dado que para conocer este dato, 
debemos calcularlo sobre el total de hombres y sobre el total de mujeres a los que se les ha 
declarado la RPS. 
 
En cuanto a los primeros,36 sobre el total de hombres condenados a la RPS, los beneficiarios 
de la pena de TBC representan un 17% y las mujeres un 11% del total de las condenadas a 
RPS. Los porcentajes obtenidos indican la baja aplicación de la presente pena, 
independientemente del sexo, dado que las diferencias son moderadamente bajas. 
 
- La edad media de los condenados es de 40 años. La edad mínima es de 21 años y 58 años. 
Prevalecen las edades comprendidas entre los 40 y 50 años. 
 
- De la muestra de los beneficiarios a la pena de TBC como RPS,  un 78%(11) lo representa 
los condenados españoles, mientras que el 22%(3) los condenados extranjeros. En cuanto a 
estos últimos, 2 proceden de Honduras y uno de Rusia.  
 
Calculando los porcentajes de los mismos valores sobre la muestra de los condenados a 
RPS  por nacionalidad37, obtenemos que un 23% de los españoles cuya RPS fue decretada, 
recibieron una pena de TBC para su cumplimiento.  Mientras que tan solo un 8,3% de los 
extranjeros recibieron la mencionada pena alternativa como cumplimiento de la RPS. Por 
tanto los españoles se han beneficiado más del doble que los extranjeros de la presente 
pena. 
 
- Todos los condenados se encontraban localizables y un 93% (13) se hallaban en libertad en 
el momento de la ejecución de la pena.  
Respecto al único condenado que se hallaba en prisión, durante el trámite de la ejecución 
de la pena fue puesto en libertad. Se trata de un hombre español de 38 años con un “un 
amplio historial de antecedentes vivos y cancelables, con estancia en prisión por otras causas”.38 Su 
abogado, de oficio, solicita la suspensión de la RPS  y el MF se opone a dicha petición. No 
obstante, el juez decide la imposición de la presente pena. Se desconoce el estado de 
cumplimiento. 
                                                   
36 La muestra de condenados a RPS está integrada por 78 hombres y 9 mujeres. Los porcentajes se han 
calculado dentro de estos recuentos para cada sexo. 
37 La muestra de los condenados a RPS según la nacionalidad está compuesta por 51 españoles y 36 
extranjeros. Los porcentajes se han calculado dentro de cada valor de los expuestos. 
38 Información extraída de las incidencias apuntadas en la plantilla correspondiente a la ejecutoria del 
condenado. 
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De modo que en este supuesto, el juez aplicó una pena alternativa a pesar de la 
desaprobación del MF y del historial de antecedentes del condenado. Además de su previo 
y reciente ingreso en prisión por otras causas. 
 
- El historial delictivo es una variable relevante para entender el criterio de los jueces a la 
hora de determinar la presente pena a cumplir. No existe indicación legal o restricción para 
la aplicación de la presente pena a los reos con antecedentes vivos del tipo que sea. 
 
Los datos obtenidos nos indican que un 78% (11) de los condenados presentan alguna 
anotación dentro de su hoja histórico penal. El 22%(3) restante cuentan con un historial 
limpio. De los condenados con anotaciones en su historial delictivo, un 90%(10) presentan 
antecedentes vivos entre sus anotaciones. Concretamente, un 50%(5) de estos son 
reincidentes, un 10 % son habituales y reincidentes, un 20% presentan antecedentes vivos y 
cancelables.  
 
Respecto a los antecedentes no vivos, se ha hallado un 27% de condenados con 
antecedentes cancelables o cancelados y ningún caso de condenados con antecedentes 
posteriores.  
 
Sorprende el elevado porcentaje de reincidentes, pero si lo comparamos con el total de 
condenados a RPS cuya reincidencia fue acreditada en sentencia (20) obtenemos un 25% de 
que han recibido una pena de TBC. 
Cabe destacar los casos de los tres condenados que a pesar de tener un historial limpio, no 
se les concede la suspensión sino que se les aplica una pena de TBC. 
 
Se trata de tres hombres, dos extranjeros y un español. En cuanto a los dos primeros, uno 
procede de Rusia y el otro de Honduras.  Fueron condenados por delitos de seguridad vial 
y una falta. Se encontraban en libertad y dos de ellos asistidos por un abogado de oficio 
mientras que el restante por un abogado de libre designación. En dos casos, el abogado 
solicitó la suspensión de la pena, mientras que en el otro, solicito la pena de TBC.  El MF se 
mostró a favor de la aplicación de las penas solicitadas en todos los supuestos. No hay 
ningún dato destacable que nos indique la decantación del juez por dicha pena. 
 
- En cuanto a los delitos cometidos por los beneficiarios de la pena de TBC como RPS, 
destaca la frecuencia de los delitos contra la seguridad vial con un 71%(10) de frecuencias 
sobre el total. En segundo lugar, se ha hallado que un 14%(3) de los condenados 
cometieron delitos de abandono de familia y un 7,1%(1) delitos contra el patrimonio.  
Si calculamos los valores sobre el recuento de delitos con decreto de RPS, obtenemos que 
del total de delitos contra la seguridad vial con decreto de RPS, en un 18% se impuso una 
pena de TBC como cumplimiento de  esta, que del total de delitos de abandono de familia, 
se impuso en un 50% dicha pena y finalmente en el caso de los delitos contra el patrimonio, 
en un 16% de su recuento total.39 
 
                                                   
39 Se han hallado 55 condenados a RPS por delitos contra la seguridad vial, 4 por abandono de familia y 6 
por delitos contra el patrimonio. Los porcentajes se han calculado sobre estos recuentos. 
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- En el 93% (13) de los casos, el abogado solicita una pena alternativa como cumplimiento 
de la RPS, solicitando en un 73% de los casos la pena de TBC y la suspensión en los otros 
21%(1). Si comparamos con el total de las peticiones  realizadas en los supuestos de RPS, 
obtenemos que en un 80% suelen solicitar únicamente la pena de suspensión, mientras que  
en un 15% únicamente la pena de TBC y en un residual 4% ambas mencionadas. Además 
los datos indican que en un 57% de los casos en los cuales el abogado solicita una pena de 
TBC, el juez lo acaba imponiendo. Respecto al MF, se muestra a favor con la pena solicitada 
tan solo en 35% de los casos.  
 
- No se ha encontrado ningún supuesto de penas cumulativas con prisión en la muestra de 
los condenados a TBC como RPS. Esto es debido, a la dificultad mencionada de ejecutar la 
presente pena estando el condenado en prisión. 
 
- En cuanto al cumplimiento de la pena de TBC como RPS, las anotaciones de las 
incidencias indican que en un 64%(9) se desconoce el estado de ejecución. Se identificó un 
14%(2) de condenados pendientes de vincular a una entidad a fin de dar inicio a la 
ejecución de la pena. Finalmente un 7%(1) se encuentran en lista de espera, otro 7% acaba 
pagando la multa y el otro 7% restante, ha incumplido reiteradamente con el plan de 
trabajo y resta pendiente de que le juez decida acerca del incumplimiento. 
Parece ser que no se ha hallado ningún caso de cumplimiento de la pena o en curso.  
 
Consecuentemente, el perfil del condenado a TBC podría resumirse de la siguiente forma: 
hombre español con 40 años de edad, en libertad y localizable. Presenta anotaciones en su 
hoja histórico-penal (78%), en su mayoría reincidentes. Reo de delitos de abandono de 
familia (50%) y seguridad vial (18%). Su defensa solicitó una pena de TBC (75%) y el MF 
desaprobó su aplicación (65%). 
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7. Conclusiones  
 
¿Qué criterios emplean, los jueces de lo Penal de Girona, a la hora de escoger la pena a  
imponer como cumplimiento de la responsabilidad penal subsidiaria por impago de 
multa?  
Mediante el presente proyecto de investigación se trata de responder a la pregunta 
formulada. Partimos de la hipótesis de que los jueces emplean criterios discriminatorios a 
la hora de determinar la pena a cumplir como RPS. Se fundamenta en los datos obtenidos 
de las dos investigaciones realizadas a Barcelona y a nivel de Cataluña40 , que alarmaban de 
un elevado ingreso en prisión de condenados a multa como consecuencia de su impago. De 
modo que se puso de manifiesto que la reacción mayoritaria de los jueces ante en impago 
de multa era imposición de una pena privativa de libertad (56%). Por añadidura, la 
investigación realizada a Barcelona aportó datos acerca de las variables que influyen en la 
decisión del juez en su juicio de determinación de una pena privativa de libertad o 
alternativa a éstas. 
A fines interpretativos, los resultados hallados en el presente proyecto se compararan con 
los datos obtenidos de la investigación Jueces Penales y Penas en España (CID & LARRAURI, 
2002). 
7.1 Discusión de los resultados obtenidos del ejercicio de la discrecionalidad de los jueces 
Los datos revelan un porcentaje similar de decretos de la RPS entre ambas 
investigaciones de un 26,2% frente al 25,5% en Barcelona. No obstante, en la ejecución 
de las RPS, es donde se contemplan las diferencias. 
Por un lado, los resultados indican que ante la decisión entre una pena privativa de 
libertad o alternativa, en ambos casos, la reacción mayoritaria de los aplicadores del 
derecho es la imposición de una pena de prisión  (80% vs. 97%)  mientras que en un 
escaso porcentaje se les aplica la pena de TBC. Respecto a esta última, se concedió a un 
16%, a diferencia del residual 1% de condenados a Barcelona. De modo que a pesar de 
la escasa mención y petición por los aplicadores del derecho y defensas, el porcentaje 
es mucho más elevado que en la investigación de referencia. En este sentido, parece 
haber una mayor tendencia de los jueces de Girona a la aplicación de dicha pena. No 
obstante, sigue siendo muy infrautilizada atendiendo a que fue introducida 
precisamente para evitar el recurso a la prisión y ofrecer una alternativa menos lesiva para 
aquellos que presentan antecedentes. 
En cuanto a la ejecución de las penas de prisión impuestas, podemos observar que los 
jueces optaron en 75% de los casos por la suspensión de la prisión impuesta. Mientras que 
en un 18% de los condenados a RPS, se les decretó el ingreso definitivo en prisión. Esto se 
                                                   
40 Vid. Página 4, M arco teórico. 
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traduce en un 60% del total de condenados a RPS beneficiarios de la suspensión y un 9% 
que ingresan en prisión. Los resultados sorprenden ante la comparación con la 
investigación de referencia, en la cual se ha hallado un porcentaje más bajo de 
suspensiones, 41% del total, y un alarmante 58% de condenados a prisión como pena 
definitiva.  
7.2 Discusión de las hipótesis derivadas de la principal 
No obstante la apariencia de un criterio de discrecionalidad sin indicios discriminatorios, 
cabe averiguar el juicio realizado en cuanto a la imposición de una pena de prisión 
definitiva a unos condenados mientras que para otros se les aplicó otras penas o medidas 
alternativas. Para ellos se ha analizado el perfil de los condenados a cada pena a fin de 
contestar a las hipótesis formuladas a raíz de la principal.  
Vimos en el epígrafe anterior que la hipótesis primera no se ha cumplido, al revelarse una 
mayor tendencia al cumplimiento de la RPS mediante penas alternativas en detrimento de 
las privativas de libertad. 
La segunda hipótesis parece encontrar confirmación parcialmente dado que, delitos contra 
el patrimonio y salud pública han tenido asociada en mayor medida una pena privativa de 
libertad como RPS (33%) respecto a aquellos delitos contra la seguridad vial (11%). Por 
contraposición, los delitos contra la seguridad vial han recibido en mayor medida penas de 
TBC y el beneficio de la suspensión de la pena de prisión. No obstante, en el análisis de los 
condenados beneficiarios de la suspensión, se ha hallado del total de delitos cometidos de 
cada tipo, los realizados contra la salud pública y patrimonio, reciben en la mayoría de los 
casos la suspensión de la RPS (66% y 50%). No obstante, están sobrerrepresentados entre 
los que han recibido pena de prisión a pesar de su baja frecuencia respecto a los delitos 
contra la seguridad vial. 
La tercera hipótesis respecto a la nacionalidad de los penados, encuentra confirmación en el 
presente estudio. Puesto que, a pesar del recuento inferior de los extranjeros  respecto a los 
nacionales, entre los condenados a RPS, su representación en prisión como RPS, casi 
triplica el número de los nacionales (9% vs. 22%). Por otra parte, se ha observado una 
sobrerrepresentación de los nacionales respecto a los extranjeros en la concesión de la 
suspensión. Esto podría ser debido a la percepción de peligrosidad y prejuicios sociales que 
producen la exclusión de otras medidas alternativas. Respecto a la pena de TBC las 
diferencias entre nacionalidades son menos obvias 
La cuarta hipótesis referida al historial penal, encuentra parcialmente confirmación. En el 
caso de los condenados a prisión, se confirma la hipótesis dado que el 93% presentan 
anotaciones en su hoja histórico penal, de estos un 77% son antecedentes vivos.  Mientras 
que en la investigación de referencia se encontró un 95% de condenados a prisión con 
antecedentes vivos. No obstante, el porcentaje de concesiones de penas alternativas 
también es superior en la presente muestra.  De modo que, los condenados con 
antecedentes en la presente muestra han recibido en mayor medida penas de TBC o 
suspensiones en base a la nueva redacción legal, así como las suspensiones por 
drogodependientes. por las aplicaciones de la suspensión conforme la nueva redacción que 
faculta la concesión  a los condenados con antecedentes vivos. No obstante, se ha obtenido 
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que en el caso de condenados a la pena de TBC el 70% presentan antecedentes vivos, 
mientras que de los beneficiarios de la suspensión, un 19%. Por tanto, la hipótesis se 
confirmaría para el caso de la prisión y suspensión pero no para el caso de la pena de TBC. 
La quinta hipótesis relativa a la situación del penado, ha encontrado su confirmación, dado 
que los condenados que se encuentran en prisión por otra causa, tienden a recibir una pena 
de prisión para la RPS también. Este resultado se ha hallado también en las penas 
cumulativas con prisión y en los casos de los condenados a dos delitos, siendo uno de ellos 
castigado con pena de prisión.  
Es razonable que no suspenda la pena a alguien estando en prisión, tanto a efectos de la 
finalidad de dicho mecanismo de evitar el contacto carcelario y los prejuicios que comporta 
el ingreso, como por la falta de esfuerzo para su cumplimiento, siendo difícil delinquir 
estando preso. También es razonable que en los casos restantes, no se proceda a la 
suspensión de uno de los delitos y al ingreso en prisión de otro, sino que normalmente se la 
imposición de las penas se produce en la misma línea. 
En cuanto a la descartada pena de TBC, se debe a la dificultad de cumplimiento de los 
trabajos estando el penado preso. No obstante, actualmente existe la posibilidad de 
realizarse los trabajos con aquellos internos en régimen abierto, llevando a cabo las tareas 
en su tiempo en libertad. Respecto a aquellos que se encuentran en segundo grado 
penitenciario, también sería posible si la pena de TBC consistiese en programas de 
formación sea de violencia de género o seguridad vial o delitos sexuales, coordinándose 
con el equipo de tratamiento del centro donde se halla el penado y estableciendo la 
realización de TBC con contenido formativo e individualizado a las necesidades del 
condenado. Esto es así, dado que dichos programas ya se realizan en el centro 
penitenciario. No obstante, se está trabajando a fin de coordinarse con los centros 
penitenciarios para posibilitar el cumplimiento de TBC en prisión para todos los casos, para 
evitar que el penado deba iniciar el cumplimiento de TBC una vez excarcelado, así como 
las suspensiones de los TBC cuando estos ingresan en prisión. Aunque, resulta 
contradictorio, que una pena llamada alternativa a la prisión se pueda ejecutar dentro de 
ésta.41 
En cuanto a las otras variables analizadas a fin de comprender el criterio de los jueces, se ha 
analizado la posición del MF en cuanto a la imposición de una pena privativa de libertad o 
alternativa. Se ha revelado un elevadísimo grado de concordancia entre sus peticiones y la 
decisión final de los jueces. De modo que su postura influiría en el juicio del juez acerca de 
una pena u otra. 
El sexo del condenado, se considera relevante en la decisión del juez, dado que se ha 
observado una tendencia favorable hacia la aplicación de penas alternativas en las mujeres. 
No consta ninguna mujer en la prisión como RPS, y todas ellas se beneficiaron 
mayoritariamente de la suspensión y de la pena de TBC.  
                                                   
41  Información extraída de las prácticas curriculares en el Servicio de Medidas Penales Alternativas 
(INTRESS) de Girona. Consulta realizada a una profesional delegada de medidas penales. 
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7.3. Respuesta a la pregunta de investigación 
No es tarea fácil proporcionar una respuesta inequívoca a la pregunta de investigación 
formulada. No obstante a raíz de los análisis se podría establecer una aproximación al 
juicio de los jueces a la hora de determinar las penas a cumplir como RPS. 
Respecto a las variables relevantes en su decisión acerca de una pena u otra, se consideran 
decisivas las mencionadas anteriormente. 
A fin de responder a la pregunta de investigación se requiere un marco comparativo, en 
este caso me basaré en el marco teórico y más concretamente en la investigación realizada a 
Barcelona y la sentencia del Tribunal Constitucional acerca de la validez del presente 
mecanismo. 
Por lo tanto, considero que los jueces, generalmente no aplican criterios discriminatorios en 
la determinación de la pena como RPS. De modo que matizan la discriminación 
desprendida de la redacción del artículo que la regula, al optar por la imposición de penas 
alternativas en la mayoría de los casos. 
 Por un lado, si nos fijamos en los resultados comparados, los aplicadores del derecho de la 
presente muestra parecen ser menos punitivos en todos los aspectos analizados. 
Destacamos los ingresos en prisión por el impago de multa, de 9% en el caso de Girona y 
58% en el caso de Barcelona. Y la concesión de penas alternativas se sitúa en un 75% frente 
al 40%. Además en la presente muestra se ha constatado una mayor aplicación de la pena 
de TBC de un 16% frente al 1% hallado. 
Entendiendo la discriminación del presente mecanismo de RPS en los términos emitidos 
del Tribunal Constitucional en su sentencia, STC 19/1988, de 16 de febrero, parecería que 
en el caso de Gerona no se ha producido una afección al principio proporcionalidad y de 
igualdad de los penados. Puesto que de acuerdo a la jurisprudencia, para que el 
mecanismo de RPS sea inválido y anticonstitucional, debería haberse contemplado un 
recurso excesivo a la pena de prisión ante los impagos de multa. En este caso vimos, que en 
comparación con la investigación de Barcelona, el recurso a la pena privativa de libertad no 
se produce de forma sistemática sino que se apela en gran medida al beneficio de la 
suspensión de la pena.  
No se debe omitir el hecho de que el juez está facultado a imponer la pena de prisión para 
dichos supuestos de RPS, de modo que no se puede considerar discriminatorio 
simplemente por imponerla en estos supuesto, pues la ley le faculta, siempre que no sea 
recurriendo de forma masiva a esta pena y no emplee un criterio discriminatorio para su 
imposición. Se entiende que el juez cuenta con varias opciones legales, debiendo ser la 
prisión la última ratio. No podemos afirmar que en este caso se haya aplicado como último 
recurso, no habiendo vías menos lesivas y de igual eficacia, pero tampoco podemos 
considerar que haya habido un exceso. 
De modo que tampoco parecería que se produjese una criminalización de la pobreza en los 
términos del sociólogo L. WACQUANT o un uso del derecho penal clasista siguiendo las 
ideas de la teoría de la criminología critica, dado que los condenados se encuentran en una 
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situación económica similar, eran todos insolventes y la gran mayoría recibieron penas 
alternativas. 
Otro dato que parece indicar que no se trata de una aplicación discriminatoria del 
mecanismo de RPS, se refiere a la anteposición del pago de la multa al ingreso en prisión.  
Dado que se autorizó el pago posterior a condenados con características varias y sin poder 
afirmar que se benefició a un perfil en detrimento de otro. 
Sin embargo, esta flexibilización extraordinaria en el cobro, nos hace nacer dudas acerca de 
si se trata de una actitud más flexible a favor de los condenados a fin de evitar el ingreso en 
prisión o bien se trata de una presión hacia determinados condenados a fin de que abonen 
la pena con la amenaza a la prisión y la efectiva realización de esta. Los condenados, a 
pesar de no disponer de recursos, proceden a obtener el dinero, en el mejor de los casos 
endeudándose, a fin de evitar el ingreso. En este sentido, se produciría una discriminación 
en cuanto a la desigualdad de impacto de la pena sobre los condenados sin recursos en 
contraposición de aquellos que si poseen.  
No obstante, no debemos olvidar que hay un reducido porcentaje que sí ingresa en prisión. 
Y cabe preguntarse, que es lo que han llevado a los jueces, que aparentemente se muestran 
justos en la aplicación de la RPS, a decretarles el ingreso en prisión. Considero que la 
muestra es muy reducida para poder hablar de un patrón para estos casos. Podríamos 
poner de manifiesto que aquellos que ingresan en prisión son hombres en el 100% de los 
casos. En cuanto a la nacionalidad, es cierto que los condenados de origen extranjero se 
benefician en menor medida de las penas alternativas, mientras que son representados en 
mayor frecuencia en la prisión por la RPS. No obstante, al analizar los casos 
individualmente no se ha encontrado indicios de discriminación por razón de 
nacionalidad. Por ejemplo, respecto a los dos casos, un condenado nacional y uno 
extranjero, reos primarios en el momento de la condena y condenados por delitos contra la 
salud pública.  De hecho se han hallado supuestos muy similares entre nacionales y 
extranjeros y los jueces actuaron en la misma dirección.   
Por lo tanto, parece que el criterio no queda claro, si bien no se ha podido acreditar un 
patrón en términos de sexo, nacionalidad, edad, etc. Se considera que las únicas variables 
que parecen haber influido en la decisión de los jueces a la hora de decretar el ingreso en 
prisión, es por un lado, es la situación del condenado. Al encontrarse en prisión por otra 
causa o tener otra condena con pena de prisión definitiva y cumulativa a la RPS o como 
pena por delito independiente. En estos casos, el juez se decanta por la pena de prisión. 
Y por otro lado, la postura del MF ante la imposición de una pena privativa de libertad o 
alternativa. Se han hallado supuestos similares de condenados reincidentes, no obstante, 
los que tenían el visto bueno del MF se les aplicaba una pena alternativa (TBC) mientras 
que aquellos en los cuales el MF se mostraba en contra, ingresaban en prisión.. De modo 
que se confirmaría la hipótesis acerca del automatismo del juez en cuanto a la aplicación de 
la pena solicitada por la acusación. En este sentido, fin de comprender las decisiones o 
actuaciones del juez se debería analizar también la discrecionalidad de los MF. 
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9. Anexos 
9.1  Anexo Nº1: Muestra de los condenados a RPS 
 
Tabla nº1 
Análisis de frecuencias: Total de penas impuestas en la muestra global 
Penas impuestas 
Respuestas 
Frecuencia % penas 
 Pena de Multa 342 48,8% 
Pena de Prisión 293 41,9% 
Pena de TBC 53 7,6% 
Pena de Localización Permanente 12 1,7% 
Total penas impuestas 700 100,0% 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
Tabla nº2 
Análisis de las frecuencias de valores impuestos en las multas por cuotas 
 Valor de las cuotas días-multa impuestas Total 
Imposición multa 
por cuotas 
 
 
 2 € 3€ 4€ 5€ 6€ 7€ 10€ 12€ 
 
 
Recuento 
5 48 69 66 131 1 2 1 323 
% 1,5% 14,9% 21,4% 20,4% 40,6% 0,3% 0,6% 0,3% 100% 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
Cuadro 1: 
 Valor cuotas a pagar 
Nº Casos  323 
Media 4,7 
Moda 6 
Mínimo 2 
Máximo 12 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
Tabla nº3 
 
Determinación de las cuotas a pagar tras previa investigación de la capacidad económica del penado 
 Valor de las cuotas días-multa impuestas Total 
Investigación  capacidad 
económica 
2 € 3€ 4€ 5€ 6€ 7€ 10€  
0 0 3 0 4 0 0 7 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
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Tabla nº4 
 
Resumen del cumplimiento de las penas de multa  
 Recuento casos % Total multas* 
 Pago voluntario de la pena de multa 181 52,9% 
No se realiza el pago de forma voluntaria 125 36,5% 
Solamente paga una parte 31 9,1% 
En trámite o en curso 29 8,5% 
Pendiente notificación  7 2% 
No se sabe 2 0,6% 
Total  342 100% 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
La presente tabla nos proporciona un resumen de la ejecución de las multas impuestas, de modo que los porcentajes se 
han calculado dentro del total de estas, es decir, 342 penas multa. Su elaboración responde a la finalidad de ofrecer 
una primera aproximación a la realidad ejecutoria de las respectivas penas.  
 
Tabla nº5 
Análisis de frecuencias de los ingresos en prisión como RPS según el país de procedencia del 
condenado  
 
 ¿Consta el ingreso en prisión por RPS?  
 Si No 
Pago 
posterior multa 
Pendiente 
ingreso en 
prisión  Total 
      
 
 
 
País de origen de las 
personas condenas  
España 2 0 3 0 5 
Ecuador 2 0 0 0 2 
Honduras 0 1 0 0 1 
Mali 0 0 0 1 1 
Marruecos 0 1 1 0 2 
Nigeria 1 0 0 0 1 
Rumania 0 0 1 0 1 
Rusia 0 1 0 0 1 
Senegal 1 0 0 1 2 
Ucrania 0 1 0 0 1 
Uzbekistán 0 1 0 0 1 
Total 6 5    5 2 18 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
En la Tabla 1, se ha realizado un análisis de frecuencias de respuesta múltiple, en el cual se 
contabiliza el total de las penas impuestas en sentencia, incluyéndose tanto las penas 
principales únicas como las cumulativas impuestas a los condenados a uno o dos delitos de 
los recogidos. No se contabilizaran a efectos del presente estudio las penas privativas de 
derechos, a excepción de la pena de trabajos en beneficio. Los porcentajes resultantes se 
calcularon sobre  el número total de penas obtenido, que es 700 penas impuestas a 570 
condenados por la comisión de 666 delitos. 
La tabla nos indica que, rozando el 50%, las penas de multa ocupan el primer lugar en la 
escala de las penas más impuestas.  La segunda posición la ocupa la pena de prisión, que 
representa un 42% del total de las penas impuestas. En tercer lugar, la pena de trabajos en 
beneficio de la comunidad, muestra una escasa aplicación representando tan solo el 7,6% del 
total de las penas impuestas. Y finalmente, con una representación residual de un casi  2%, se 
encuentra la pena de localización permanente. 
 ¿POBREZA TRAS LAS REJAS?  
 
 
 42 
Raluca Angelica Balan 
 
Tabla Nº6 
Posición del MF acerca del cumplimiento de la RPS mediante una pena alternativa a la prisión  
 
¿El fiscal está a favor de la pena 
alternativa en la responsabilidad 
penal subsidiaria?  
Sí No No se sabe Total 
Consta el ingreso 
en prisión por RPS? 
Si Recuento 0 5 0 5 
% del total 0,0% 29,4% 0,0% 29,4% 
No Recuento 1 4 0 5 
% del total 5,9% 23,5% 0,0% 29,4% 
Pago posterior multa Recuento 1 3 1 5 
% del total 5,9% 17,6% 5,9% 29,4% 
Pendiente ingreso en 
prisión por estar en 
busca y captura 
Recuento 0 2 0 2 
% del total 0,0% 11,8% 0,0% 11,8% 
Total Recuento 2 14 1 17 
% del total 11,8% 82,4% 5,9% 100,0% 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
Tabla Nº7 
Declaración de la RPS según el sexo de los condenados/as 
 Hombre Mujer  
Declaración RPS  Recuento 78 9 87 
% del total 89,7% 10,3% 100,0% 
Total Recuento 78 9 87 
% del total 89,7% 10,3% 100,0% 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
Tabla Nº 8 Condenados a RPS según la nacionalidad  
 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido Porcentaje acumulado 
 Español/a 51 58,6 58,6 58,6 
Extranjero/a 36 41,4 41,4 100,0 
Total 87 100,0 100,0  
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
Tabla Nº9 
Condenados a RPS según la situación en la que se hallaban en el momento STC 
 Frecuencia Porcentaje Porcentaje válido 
Porcentaje 
acumulado 
Válido En libertad 82 94,3 94,3 94,3 
En prisión 5 5,7 5,7 100,0 
Total 87 100,0 100,0  
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
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Tabla Nº 10 
Delitos cometidos por los condenados a RPS  
 
 
 
 
 
RPS según el delito 
 Recuento    % 
Delitos contra el orden público 2 2,3% 
Delitos contra el patrimonio 6 6,9% 
Delitos contra la salud pública 6 6,9% 
Delitos contra la seguridad vial 55 63,2% 
Delitos de abandono de familia 4 4,6% 
Delitos de falsedad 2 2,3% 
Delitos de Lesiones 1 1,1% 
Delitos de Quebrantamiento de Condena/ Medida 
Cautelar 
0 
0,0% 
Faltas 9 10,3% 
Otros delitos 2 2,3% 
Total 87 100% 
       Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
 
       Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. 
 
 
GRÁFICO Nº 3 
Edad de los hombres beneficiarios de la suspensión de la RPS 
 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. Series 1 representa el recuento de edades comprendidas 
en cada franja . 
 
 
 
20-25 26-30 31-35 36-40 41-45 46-50 51-65
Series1 0 1 0 0 1 3 0 3
0
1
2
3
4
Edad hombres  
Tabla Nº11 
Tipo de delitos cometidos por los condenados a prisión 
como RPS  
  
 
 
 
 
 
 
Recuento 
% %recuento total 
RPS 
Delitos contra el orden público 1 7,7% 50% 
Delitos contra el patrimonio 2 15,4% 33,3% 
Delitos contra la salud pública 2 15,4% 33,3% 
Delitos contra la seguridad vial 6 46,2% 10,9% 
Delitos de abandono de familia 0 0,0% 0% 
Delitos de falsedad 0 0,0% 0% 
Delitos de Lesiones 1 0,0% 0% 
Delitos de Quebrantamiento de Condena/ Medida 
Cautelar 
0 
0,0% 0% 
Faltas 2 15,4% 22% 
Otros delitos 0 0,0 0% 
Total 13 100% - 
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GRÁFICO Nº 4 
Edad de las mujeres beneficiarias de la suspensión de la RPS 
 
 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del  programa SPSS. Series 1 representa el 
recuento de edades comprendidas en cada franja . 
 
                    Nota: Elaboración pròpia a  partir de los datos extraídos de la base de datos SPSS 
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Tabla Nº 12 : Análisis de los condenados a dos delitos con una pena de prisión para uno y una 
RPS para el otro 
 Suspensión de la  RPS  
 Sí No Total 
¿Se ha cumplido  
la pena privativa 
de libertad? 
Finalizada Recuento 0 1 1 
% del total 0,0% 6,7% 6,7% 
En curso Recuento 0 1 1 
% del total 0,0% 6,7% 6,7% 
Suspendida Recuento 10 0 10 
% del total 66,7% 0,0% 66,7% 
Sustituida art. 88 Recuento 1 0 1 
% del total 6,7% 0,0% 6,7% 
Sustituida por expulsión  
art. 89 
Recuento 0 1 1 
% del total 0,0% 6,7% 6,7% 
Pendiente Ingreso en  
Prisión 
Recuento 0 1 1 
% del total 0,0% 6,7% 6,7% 
Total Recuento 11 4 15 
% del total 73,3% 26,7% 100,0% 
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9.2 Anexo nº 2: Descripción individualizada de los condenados con decreto de ingreso en 
prisión como RPS. 
 
 
Cuadro Nº1: Exposición de las características relevantes del condenado a prisión como RPS 
Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta el ingreso en prisión por RPS” y las 
variables independientes expuestas en la primera columna. 
 
El presente cuadro se muestra una descripción de uno de los 8 condenados a multa, cuyo 
impago derivo en una RPS, determinándose su cumplimiento mediante una pena de prisión. 
Tal y como se puede observar, se trata de un hombre de 40 años en momento de la ejecución de 
la pena, procedente de Ecuador. En el momento de la ejecución se encontraba en libertad y 
localizable.  
Su hoja histórico penal presenta antecedentes vivos y cancelables, además de la acreditada 
condición de reincidente en sentencia. Se le condenó por un delito de conducción bajo 
influencia del alcohol a una pena única de multa de 270 días. No se acredito la condición de 
drogodependiente. Respecto a la determinación de la pena a cumplir como RPS, el MF se 
mostró disconforme con la imposición de una pena alternativa y el abogado no se manifestó al 
respecto. El juez/a denegó la concesión de la suspensión por ser reo reincidente y poseer 
numerosas anotaciones en su hoja histórico penal. La imposición de la pena de TBC ni siquiera se 
planteó, a pesar de que no hay ninguna restricción legal a razón de antecedentes. 
 
       Cuadro nº2 
Datos del condenado 1   
Sexo 
Edad 
Hombre  
40 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Delito cometido 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Extranjero (Ecuador) 
No 
Antecedentes vivos, reincidente y cancelables 
Delito conducción bajo influencia alcohol 
Única  
270 días multa 
Situación momento STC En libertad y localizable 
Tipo de abogado De oficio 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
 
Motivo denegación TBC 
No  
En contra aplicación penas alternativas 
Reincidencia y hoja histórico penal con numerosas 
anotaciones 
No se plantea 
Datos del condenado 2   
Sexo  
Edad 
Hombre  
49 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Nº delitos 
Hoja histórico –penal 
Delito cometido 
Prisión por otra causa 
Situación momento STC 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Español  
No 
1 
Reincidente y cancelables 
Delito de lesiones 
No 
En libertad y localizable 
Única  
180 días multa 
Tipo de abogado De oficio 
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Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta  el ingreso en prisión por RPS” 
y las variables independientes expuestas en la primera columna. 
 
Tal y como se puede observar, se trata de un hombre de 49 años de nacionalidad española. 
Se encontraba en libertad y localizable. En su hoja histórico penal se muestra acreditada su 
condición de reincidente, además de antecedentes cancelables. Se le condenó por un delito 
de lesiones a una pena única de multa de 180 días. No se acreditó condición de 
drogodependiente. 
Respecto a la determinación de la pena a cumplir como RPS, el MF se mostró en contra de 
la aplicación de penas alternativas y el abogado, de oficio, no se manifestó al respecto. El 
juez/a denegó la concesión de la suspensión por no ser primerizo delictivo y sobre todo 
por ser reincidente. La imposición de la pena de TBC, de nuevo, ni siquiera se planteó. 
 
Cuadro nº3 
Datos del condenado 3  
Sexo 
Edad 
Hombre  
36 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Nº delito 
Delito cometido 
Prisión por otra causa 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Extranjero (Ecuador) 
No 
Antecedentes vivos y Reincidente 
1  
Delito conducción bajo influencia alcohol 
No 
Única  
180 días multa 
Situación momento STC En libertad y localizable 
Tipo de abogado De libre designación 
Tipo juicio 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
Motivo denegación TBC 
Conformidad 
TBC 
En contra  
Antecedentes penales 
Multitud antecedentes penales “no merece beneficio alguno” 
Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta el ingreso en prisión por RPS” 
y las variables independientes expuestas en la primera columna. 
 
Respecto al tercer condenado, se trata de un hombre  36 años de nacionalidad Ecuatoriana. 
En el momento de la ejecución se encontraba en libertad y localizable. Su hoja histórico 
penal presenta antecedentes vivos y se calificó de reincidente en sentencia. Se le condenó 
por un delito de conducción bajo los efectos del alcohol a una pena única de multa de 180 
días. No se acreditó la condición de drogodependiente. 
Respecto a la determinación de la pena a cumplir como RPS, el abogado de libre 
designación que le asistía, solicitó la aplicación de la pena de TBC. El MF se mostró 
disconforme con la imposición de una pena alternativa. El juez/a denegó la concesión de la 
suspensión por presentar multitud de antecedentes penales manifestando que “no merece 
beneficio alguno”.  
 
 
 
Tipo juicio 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
Motivo denegación TBC 
Conformidad 
No  
En contra aplicación penas alternativas 
No reo primario y reincidencias 
No se plantea 
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   Cuadro Nº4 
Datos del condenado 4  
Sexo 
Edad 
Hombre  
25 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Nº delito 
Delito cometido  
Prisión por otra causa 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Extranjero (Nigeria) 
No 
Antecedentes vivos  
3 (2 faltas y un delito de atentado contra autoridad) 
2 faltas de lesiones ( RPS) 
Sí  en curso (atentado contra la autoridad) 
Única  
30 días multa por cada falta 
Situación momento STC En prisión 
Tipo de abogado De oficio 
Tipo juicio 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
Motivo denegación TBC 
No conformidad 
No consta 
En contra suspensión  
Se encuentra en prisión y antecedentes penales 
No se plantea 
Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta el ingreso en prisión por RPS” 
y las variables independientes expuestas en la primera columna. 
 
En este caso se trata de un hombre de 25 años en momento de la ejecución de la pena, 
procedente de Nigeria. En el momento de la ejecución se encontraba en prisión por un 
delito de atentado contra la autoridad. Su hoja histórico penal presenta antecedentes vivos, 
sin constancia de reincidencia o habitualidad.  
Se le condenó por dos faltas de lesiones a una pena única de multa de 30 días por cada 
falta. No se acredito la condición de drogodependiente.  
Respecto a la determinación de la pena a cumplir como RPS, el abogado no se manifestó 
acerca de la imposición de una pena alternativa. Mientras que el MF se mostró disconforme 
con la aplicación de la suspensión. El juez/a denegó la concesión de la suspensión por 
encontrarse en prisión y tener antecedentes penales. La imposición de la pena de TBC ni 
siquiera se planteó tampoco en este caso. 
 
Cuadro Nº5 
Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta el ingreso en prisión por RPS” 
y las variables independientes expuestas en la primera columna. 
Datos del condenado 5  
Sexo 
Edad 
Hombre  
30 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Nº delito 
Delito cometido 
Prisión por otra causa 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Español  
No 
Antecedentes vivos , reincidencia, habitualidad y posteriores 
2  
Falta de lesiones 
Sí , finalizada(delito contra el patrimonio, liquidación condena) 
Única  
30 días multa 
Situación momento STC En libertad y localizable 
Tipo de abogado De oficio 
Tipo juicio 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
Motivo denegación TBC 
No conformidad 
Suspensión o TBC 
En contra  
No es reo primario 
No se plantea 
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En este caso se trata de un hombre de 30 años y de nacionalidad española. En el momento de la 
ejecución de la condena se encontraba en libertad y localizable. Sin embargo, a la hora de 
determinar la RPS, se hallaba en prisión por un delito contra el patrimonio. Habiéndosele 
procedido a la liquidación de la condena con la presente RPS. A fecha actual, se encuentra 
finalizada la pena de prisión. 
Su hoja histórico penal presenta antecedentes vivos y posteriores, además de la acreditada 
condición de reincidente y reo habitual. Se le condenó por un delito de conducción bajo influencia 
del alcohol a una pena única de multa de 30 días. No se acredito la condición de 
drogodependiente.  
Respecto a la determinación de la pena a cumplir como RPS, el abogado solicitó la suspensión o, en 
su defecto, la aplicación de la pena de TBC. Mientras que el MF se mostró disconforme con la 
imposición de toda pena alternativa. El juez/a denegó la concesión de la suspensión por no 
tratarse de reo primario.  La pena de TBC ni se plantea. 
 
              Cuadro Nº6 
Datos del condenado 6  
Sexo 
Edad 
Hombre  
41 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Nº delito 
Delito cometido 
Prisión por otra causa 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Extranjero (Senegal)  
No 
Posteriores 
1 
Delito contra la salud pública 
Sí , en curso 
Cumulativa con prisión (sustituida expulsión, no ejecutada)  
180 cuotas multa proporcional 
Situación momento STC 
RC 
En libertad y localizable 
No 
Tipo de abogado 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación 
suspensión 
Motivo denegación TBC 
De oficio 
No se manifiesta 
En contra  
Peligroso y no merece algún beneficio por haber delinquido varias 
veces 
No se plantea 
Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta el ingreso en prisión por RPS” y las 
variables independientes expuestas en la primera columna. 
Otro de los condenados que han ingresado en prisión, tiene 41 años y es procedente de Senegal. 
En el momento de la ejecución de la pena se encontraba en libertad y localizable. No obstante, 
durante la ejecución del impago de multa, ingresó en prisión por otra causa. 
No tiene acreditada la condición de drogodependiente.  
Se le ha condenado por un delito contra la salud pública con una pena de multa cumulativa con 
prisión. En cuanto a la ejecución de esta última, se le decretó la expulsión (Art. 89 del Código 
Penal). Sin embargo, no se ha procedido a su ejecución dado que el penado está cumpliendo 
otra causa y no concurren los requisitos para su tramitación. 
Era reo primario en el momento de la condena a multa. Sin embargo, a la hora de decidir la 
pena a cumplir por el impago de la multa impuesta, presentaba antecedentes posteriores. 
Fue asistido por un abogado de oficio, que no se manifestó acerca de la aplicación de una pena 
alternativa. El MF se posicionó en contra de cualquier medida alternativa.  
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El juez denegó la suspensión alegando que “el penado es peligroso y no merece beneficio 
alguno por haber delinquido tantas veces”. La pena de TBC ni se plantea. 
En este caso parece confirmarse la hipótesis de que la situación del condenado es decisiva a la 
hora de determinar la pena a cumplir como RPS. A pesar de no tener antecedentes penales para 
el delito que se está discutiendo, el juez se ataña a los antecedentes posteriores para justificar la 
denegación de la suspensión. Y la pena de TBC ni la contempla. Podría ser por el hecho de que 
se halla en prisión y dificultaría su cumplimiento. 
Cuadro Nº7 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Nota: Elaboración propia a partir de análisis de tablas cruzadas entre la variable dependiente “consta el ingreso en 
prisión por RPS” y las variables independientes expuestas en la primera columna 
 
Del presente condenado a prisión como RPS, no consta el ingreso en prisión dado que se 
encuentra en busca y captura a tal fin. Se trata de un hombre de 47 años procedente de Senegal. 
Se encontraba en libertad en el momento de la condena. Como en el anterior caso, solamente 
presentaba antecedentes posteriores. 
Fue condenado por un delito contra la salud pública a una pena cumulativa de multa con 
prisión. En cuanto a la ejecución de la pena de prisión cumulativa, el MF solicitó la expulsión 
del país. No obstante el juez, decretó el ingreso en prisión, estando pendiente su entrada una 
vez lo localicen. 
Fue asistido por un abogado de libre designación, que solicitó la aplicación de la pena de TBC 
como cumplimiento de la RPS. El MF se mostró contrario a la concesión de una pena 
alternativa.  
El juez, en su auto de motivación,  alaga que, a pesar de que el penado era reo primario en el 
momento de la condena, no cabe la suspensión dado que es reo habitual al momento de decidir 
la RPS. La concesión de la pena de TBC ni se plantea. 
Cuadro Nº8 
 
Datos del condenado 7 (busca y 
captura) 
 
Sexo 
Edad 
Hombre  
47 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Nº delito 
Delito cometido 
Prisión por otra causa 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Extranjero (Senegal)  
No 
Posteriores 
1 
Delito contra la salud pública 
Si, pendiente ingreso 
Cumulativa con prisión (MF pide expulsión)  
180 cuotas multa proporcional 
Situación momento STC 
RC 
En libertad y no localizable 
No se impone 
Tipo de abogado De libre designación  
Tipo juicio 
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
Motivo denegación TBC 
No conformidad 
TBC 
En contra  
Habitual en la fecha auto 
No se plantea 
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Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos del SPSS. 
 
El presente condenado, del mismo modo que en el anterior caso,  no consta su ingreso en 
prisión, no obstante se halla en busca y captura a tales efectos. Se trata de un hombre de 30 
años procedente de Malí. Se encuentra en libertad y no localizable. Se le condenó por un 
delito de conducción sin carnet o licencia. Se le aplicó una pena única de 570 días multa. 
En cuanto a su historial delictivo, presenta anotaciones posteriores y la condición de 
reincidente, dado que le consta hasta 6 condena por el mismo delito. Su defensa, abogado 
de oficio, solicita la imposición de una pena de TBC o suspensión aportando un informe 
social que desaconseja el ingreso en prisión por su situación familia (4 hijos a cargo y la 
mujer solamente trabaja los fines de semana). En cuanto a las circunstancias del delito, el 
penado se gana la vida recogiendo “brezo” con el coche, por esa razón fue detenido 
numerosas veces. De modo que no se ha apreciado una conducción temeraria o 
peligrosidad en las circunstancias de los reiterados delitos. 
No obstante lo aportado, el MF se opone a la suspensión, sin plantearse  ni siquiera la 
opción de aplicar la pena de TBC. Por su lado, el juez deniega la suspensión aludiendo que 
a fecha de decir el auto, el penado es reo habitual. Ni se plantea la pena de TBC. 
Cuadro Nº9: Análisis de los condenados que han abonado la multa tras la notificación de ingreso en 
prisión 
 
 
Datos del condenado 8 (busca y captura)  
Sexo 
Edad 
Hombre  
30 años                         
Nacionalidad 
Drogodependencia 
Hoja histórico –penal 
Nº delito 
Delito cometido 
Prisión por otra causa 
Tipo de pena principal 
Duración pena multa 
Extranjero (Malí)  
No 
Reincidencia, posteriores 
1 
Delito conducción sin carnet/ licencia 
No 
Única   
570 ( solo paga una parte) 
Situación momento STC 
RC 
En libertad y no localizable 
No se impone 
Tipo de abogado De oficio  
Tipo juicio 
Informe  
Petición abogado PA 
Posición MF 
Motivo denegación suspensión 
Motivo denegación TBC 
No conformidad 
Informe social que desaconseja ingreso en prisión  
Suspensión o TBC  
En contra  
Habitual en la fecha auto 
No se plantea 
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Se trata de hombres de entre  37 y 51 años, cuya media de edad corresponde a los 41 
años.  Un 60% (3) son de nacionalidad española mientras que los 40% (2) restantes 
provienen de Marruecos y Rumania. Respecto a su situación en el momento de la 
sentencia, coinciden en encontrarse en libertad y localizables. Los datos indican que 4 
de los penados presentan anotaciones en su hoja histórico-penal mientras que uno de 
estos presenta un historial limpio, sin embargo no se le concedió la suspensión de la 
RPS. 
De acuerdo a la información anotada como incidencias de las plantillas, todos ellos 
efectuaron el pago de la multa una vez recibido el auto de requerimiento para el 
ingreso en prisión.  Los datos revelan que los condenados fueron asistidos por un 
abogado de oficio. Cabe destacar que solamente en 2 de los 5 casos, el abogado solicitó 
la suspensión de la ejecución  de la pena de prisión como RPS desconociéndose su 
postura en cuanto al caso restante. Respecto al MF, en 4 casos se mostró en contra de la 
concesión de penas alternativas por no tratarse de reos primarios. 
Los delitos cometidos por los presentes condenados son: un delito de hurto, dos contra 
la seguridad vial y una falta de daños. 
Cabe destacar dos casos peculiares en cuanto a la decisión del juez a imponer la pena 
de prisión como RPS. En un primero, el condenado español que presentaba 
antecedentes vivos no computables a efecto de reincidencia o habitualidad. Había 
satisfecho una parte de la multa, habiéndosele declarado insolvente para la resta y la 
consecuente RPS. El juez decide imponerle 5 meses de prisión denegándole la 
suspensión por los mencionados antecedentes. No obstante, el condenado acaba 
pagando cuando recibe el auto de requerimiento para el ingreso en prisión. 
De modo que, al parecer, a pesar de la voluntad de pago del condenado y acreditada 
la imposibilidad de satisfacer la cantidad integra, el juez se decantó por una pena 
privativa de libertad. No consta la intervención del abogado solicitando una pena 
alternativa y el Fiscal se mostró disconforme a la concesión de éstas. 
Un segundo caso a destacar, lo representa un condenado procedente de Rumania cuya 
hoja histórica penal no presentaba anotación alguna. Fue condenado por un delito de 
hurto a 6 meses de multa. El MF lo había acusado de otros delitos por los cuales 
finalmente fue absuelto. No pago la responsabilidad civil debido a la renuncia de la 
víctima. El abogado del penado no se manifestó acerca de la imposición de una pena 
alternativa y tampoco consta la posición del MF. Sin embargo se le decreta el ingreso 
en prisión para el cumplimiento de la RPS. No obstante, acaba efectuando el pago 
como en los otros casos. 
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9.3 Anexo nº3: Descripción muestra de condenados a multa 
 
a) Características de los infractores 
En el presente epígrafe se describirá los datos acerca de las características de los 
condenados que se considera que podrían ser relevantes para ofrecer una imagen acerca de 
la aplicación y ejecución de la multa, siendo estas: el sexo, edad, nacionalidad, historial 
delictivo, delito cometido y situación (en libertad o en prisión). En cuanto a las 
características de los condenados, se hará una comparación de los datos hallados de la 
muestra total con los de la muestra de estudio, a fin de ofrecer un panorama sobre la 
aplicación y ejecución de la pena de multa. 
i. Sexo de los condenados/as 
De la muestra global integrada por 570 condenados, un 89% (505) son hombres mientras 
que el 11% (65) restante son mujeres.  
De estos 505 hombres condenados por diversos delitos, a un 58% (294) se les impuso una 
pena de multa. Este porcentaje parece indicar que más de la mitad de los hombres 
infractores de la muestra global, recibieron al menos por uno de los delitos cometidos, una 
pena de multa. En cuanto a las mujeres, de las 65 condenadas,  en un mismo 58% (38)  de 
los casos se les  impuso una pena de multa. 
 
En cuanto a los porcentajes hallados por sexo dentro de la muestra de las personas 
condenadas a la mencionada pena pecuniaria, se puede observar en la Tabla nº1  que un 
88% de los receptores de dicha pena son hombres, mientras que el 12% restante es 
representado por las mujeres.  
Cabe recalcar que la diferencia entre ambos sexos es notoria dada la baja frecuencia de 
condenadas mujeres. No obstante, como vimos más arriba, dentro de la mencionada baja 
frecuencia,  el porcentaje de las  mujeres que recibieron una pena de multa por el delito 
cometido, supera el 50%. 
 
Tabla nª1 
Frecuencias de condenados a la pena de multa según el sexo y el porcentaje dentro del total de penas de multa 
 
Total Hombre Mujer 
 
   Imposición pena de multa 
 Recuento 294 38 332 
% dentro condenados  
a pena de multa 
88% 12% 100,0% 
Nota: Elaboración propia a partir de datos extraídos de la base de datos SPSS. 
 
Para obtener el cálculo de los condenados a penas de multa según el sexo, se han realizado varios 
análisis, debido a la compleja distribución de los datos ya mencionada. Por un lado, se ha cruzado la 
variable independiente “sexo del condenado” con la dependiente “imposición de una pena de multa” 
para los condenados a un único delito. Por otro lado, se ha realizado el mismo procedimiento con los 
condenados a dos delitos, un análisis  en relación al primer delito y después en relación al segundo de 
 ¿POBREZA TRAS LAS REJAS?  
 
 
 53 
Raluca Angelica Balan 
los recogidos. Una vez obtenidos los resultados relativos al último grupo (condenados a más de un 
delito), se han descartado aquellos casos en los cuales el condenado ha recibido una pena de multa 
para ambos delitos, a fin de no contarlos dos veces. Dichos casos, acto seguido se han cruzado con la 
variable sexo a fin de averiguar el sexo correspondiente y poder restarlos de las frecuencias totales. Y 
finalmente se han sumado las frecuencias de ambos grupos (condenados a un delito y los condenados 
a dos o más) y se han calculado los porcentajes correspondientes sobre el total de condenados a pena 
de multa. 
 
 La variable sexo del condenado podría ser significativa respecto la decisión del juez acerca 
de imponer una pena privativa de libertad o una pena alternativa como cumplimiento de la 
RPS. De modo que, las mujeres serían las beneficiarias en mayor medida de las penas 
alternativas a la prisión, mientras que los hombres de las penas privativas de libertad  
(González, 2013) . En la investigación precedente, Jueces Penales y Penas en EspañA (CID & 
LARRAURI, 2002) no se ha confirmado dicha hipótesis, más adelante comprobaremos que 
sucede en la presente muestra. 
 
ii. Edad del condenados/a 
Los datos referentes a las edades de los 570 condenados de la muestra global. La 
distribución es bastante dispersa, no obstante las frecuencias relativamente mayores se 
concentran en la franja de edad joven adulta (25-35 años).  
De acuerdo con los datos estadísticos extraídos de la tabla de frecuencias analizada, la edad 
mínima hallada es de 18 años, mientras que la máxima alcanza los 73 años. La media de 
edad de los condenados se sitúa a los 35 años. En cuanto a la moda, la edad exacta hallada 
con mayor frecuencia es la de 28 años. Es decir, la mayoría de los condenados/as cuya 
franja de edad se sitúa entre los 36-40 años, tenían exactamente 28 años en el momento de 
la sentencia.  
En cuanto a la distribución por edades de los condenados a penas de multa, ésta no difiere 
mucho de la hallada en la muestra global. De modo que, los condenados a la pena de multa 
más jóvenes de la muestra tenían 18 años, mientras que los más mayores 68 años (a 
diferencia de la muestra global en la cual era de 73 años). La edad media corresponde a los 
36 años, un año más que en la muestra global. 
GRAFICO Nº1 
Distribución por edades de los condenados a penas de multa 
 
Nota: Elaboración propia mediante el programa Excel a partir de los datos extraídos de la base de datos del programa 
SPSS. 
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En la presente tabla se han cruzado la variable dependiente “imposición pena de multa” con la 
variable independiente “edad del condenado”. Del mismo modo que en la Tabla nº1, se ha realizado 
el mismo procedimiento para descartar los 10 casos en los cuales, los condenados a más de un delito, 
han recibido una pena de multa por ambos delitos recogidos. A fin no de inducir a error acerca del 
número de condenados, contándolos de forma repetida. Los porcentajes se han calculado sobre el total 
de 327 condenados de la muestra de estudio, dado que se han encontrado 5 casos perdidos. 
Se considera relevante incluir en el análisis la edad, a fin de averiguar si es determinante en 
la decisión del juez respecto una pena privativa de libertad o alternativa como 
cumplimiento de la RPS. En la investigación precedente no se ha tenido en cuenta dicha 
variable por tanto sería interesante comprobar si en este caso es significativa en cuanto a la 
discrecionalidad del juez. 
iii. Nacionalidad  
La muestra global de 570 condenados se integra por un 64% (363) de condenados con 
nacionalidad española y un 36% (207) restante de condenados provenientes de otros países.  
En cuanto a la muestra de estudio, en la  Tabla nº 2 se observa que dentro del total de 
condenados a penas de multa (332), un 62% (206) poseen nacionalidad española, mientras 
que el 38% (126)  restante provienen de un país extranjero. 
 
Tabla nº2 
Condenados a multa según la nacionalidad 
 Nacionalidad del condenado  
 Español/a Extranjero/a Total 
 
Imposición pena de multa 
 Recuento        206          126 332 
% dentro condenados multa        62% 38% 100% 
% del total condenados según  
la nacionalidad 
      56%  (363)          61% (207) - 
Nota: Elaboración propia a partir de los datos extraídos de la base de datos del SPSS. 
Se ha cruzado la variable dependiente “imposición de pena de multa” con la independiente “nacionalidad 
del condenado” a fin de averiguar la frecuencia y el porcentaje de condenados según su origen. Los 
porcentajes se han calculado, en la primera fila, dentro del total de condenados a multa (332) y en la 
segunda fila, dentro del total de condenados nacionales (363) y extranjeros (207) de la muestra global. En 
el caso de los 10 condenados a dos  penas de multa (por los dos delitos recogidos), se ha contabilizado 
solamente una de ella, a fin de obtener el porcentaje sobre el total de condenados. 
 
Si comparamos los valores obtenidos en la Tabla 2 con los de la muestra global42, se puede 
advertir un efecto contrario al encontrado en muestra de estudio, de modo que del total de 
363 condenados de nacionalidad española,  57% (206) fueron condenados a una pena de 
multa. Mientras que, del total de 207 condenados de origen extranjero, un 61% han recibido 
una pena de multa por el delito cometido. Así pues, la presente comparación parece indicar 
que, dentro del total de extranjeros condenados, los penados a pena de multa tienen mayor 
representación superiores en relación a los españoles dentro del total de los condenados 
                                                   
42 Muestra integrada por los 570 condenados independientemente de la pena impuesta. 
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nacionales. Estos resultados, parecen indicar que elevada diferencia entre los dos grupos de 
condenados es debida a la desigualdad en el número de frecuencias y no a una posible 
discriminación de un grupo respecto al otro. 
En cuanto a los países de procedencia de los condenados extranjeros, se ha hallado bastante 
dispersión, dadas las bajas frecuencias para la mayoría de los 38 registrados, ubicados en 
Europa, África América central y América del sur. No obstante, a nivel global destacan 
Marruecos con un 22,2% (46), Honduras y Rumania con un mismo porcentaje de 10,6%  
(23) y Gambia con un 8,7% (18).  
Respecto a la muestra de estudio, del total de los extranjeros condenados a pena de multa, 
un 13,5%(17) provienen de Rumania, otros 11 % (14) de Marruecos y Honduras (14) y 
finalmente un 10% (13) son nacionales de Gambia. De modo que Rumania ocupa el primer 
lugar en relación los condenados a multa residentes en España y Marruecos se posiciona en 
último lugar, a pesar de conformar el mayor porcentaje dentro de la muestra global.  
Es interesante destacar, que si realizamos los cálculos sobre el total de condenados hallados 
de cada uno de los países enumerados, cuyos valores se han expuesto más arriba, se 
obtiene que un 61%(17) de los condenados procedentes de Rumania (23), recibieron una 
pena de multa, por al menos uno de los delitos cometidos. En el caso de los condenados de 
origen marroquí, el porcentaje de condenados a multa representa un 24% (14) del total de 
éstos.  Respecto a Honduras, un 60% (14) del total de condenados (23) han recibido una 
pena de multa y finalmente un 72% (13) de los condenados procedentes de Gambia (18) 
han recibido la mencionada pena por sus delitos. Respecto a los porcentajes señalados en 
relación al cumplimiento de pena de prisión, no se han descartado las eventuales 
suspensiones o sustituciones de la ejecución de las penas impuestas.  
Respecto a los delitos por los cuales han sido condenados a multa con mayor frecuencia, 
destaca con diferencia los delitos contra la seguridad vial para todos los cuatro países 
mencionados. 
 
iv. Historial delictivo 
En cuanto al historial delictivo, se expondrán los datos referentes a los condenados a pena 
de multa cuyo historial no presenta anotación alguna y aquellos que si presentan 
anotaciones, especificando en este último caso el porcentaje obtenido según la anotación. 
Respecto a las combinaciones de tipos de antecedentes, no se analizarán en el presente 
apartado, sino en el correspondiente al análisis de los condenados a la RPS.  
En el caso de la muestra global, un 55% (311) de los condenados presentan un historial 
penal sin anotaciones. Mientras que el 44% (259) restante presentan en su historial 
alguna/s anotación/es.  
 
En cuanto a los condenados de la muestra de estudio, la Tabla nº3 muestra que el 
porcentaje de aquellos cuyo historial penal carece de anotaciones es ligeramente superior 
en comparación a la muestra global, alcanzando el 57% de los condenados. Mientras que el 
43% restante de los condenados a dicha pena, presentan anotaciones en su hoja histórico-
penal. 
Tabla nº3 
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Condenados a pena de multa según el historial delictivo 
 Frecuencia Porcentaje 
 
Hoja histórico penal 
Sin anotaciones 188 56,6 
Con anotaciones 144 43,4 
Total condenados multa 332 100,0 
Nota: Elaboración por el programa estadístico SPSS. 
Respecto a la muestra global, se ha hallado que un 60% del total de los condenados cuyo 
historial penal carece de anotaciones, recibieron una pena de multa por al menos uno de 
sus delitos recogidos o una de las penas cumulativas impuestas. En cuanto a los 
condenados cuya hoja histórica penal presenta anotaciones,  55%  del total recibieron la 
mencionada sanción pecuniaria. 
En relación a los condenados a multa con antecedentes penales, se ha hallado un 27%(51) se 
les calificó de reincidentes en sentencia, sin prejuicio de poseer otro tipo de antecedentes 
(posteriores, cancelables/cancelados o habitualidad), esto implica un 60% de los 
condenados reincidentes totales (83). Un 9,5% (18) de los condenados con antecedentes 
vivos, presentaban entre sus anotaciones  la acreditación de la habitualidad (60% del total 
de 30 condenados habituales). Respecto a los antecedentes no vivos,  un 40% (76) de los 
condenados presentaban antecedentes cancelables o cancelados entre las anotaciones de su 
hoja penal (sin prejuicio de poseer antecedentes vivos o posteriores), representando un 50% 
del total de condenados con la misma situación (146), mientras que un 7% (13) poseían 
antecedentes posteriores entre sus anotaciones (29% del total (44). 
De modo que, en un 60% de los condenados con reincidencia o habitualidad apreciada en 
sentencia, se les ha impuesto una pena de multa, mientras que al porcentaje restante se les 
impuso una pena de otra naturaleza. 
v. Delitos cometidos  
En el presente epígrafe se expondrá, por un lado, el porcentaje de los delitos que han 
recibido una pena de multa en comparación con recuento total de los recogidos (666), a fin 
de averiguar la tendencia a aplicar dicha pena según el delito. Por otro lado, se expondrá el 
porcentaje de delitos en relación al recuento total de los delitos castigados con pena de 
multa y finalmente el porcentaje de condenados a multa por delito (332).  
 
 Para ofrecer un panorama general de los delitos cometidos en mayor frecuencia de toda la 
muestra, se ha podido observar una la distribución es bastante dispersa entre la variedad 
de delitos cometidos. Se contempla una acumulación de frecuencias en los delitos contra la 
seguridad vial con un 47% (316) de representación, seguido a distancia de los delitos contra 
el patrimonio, con un 15% (102) de representación. En tercer lugar, y con un porcentaje 
muy alejado de los anteriores se encuentran las faltas con un 7% (49) y delitos contra la 
salud pública 5% (35). 
 
Respecto a la muestra de estudio se sigue una misma línea, de modo que, los delitos 
receptores de pena de multa en mayor frecuencia son aquellos contra la seguridad vial con 
un 68% (232), seguidos a gran distancia de las faltas con un 11%(37), y los delitos contra la 
salud pública con un casi 6%(19). De manera menos representativa se encuentran los 
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delitos abandono de familia que rozan el 5% (16) de los delitos receptores en mayor 
frecuencia de pena de multa y los delitos contra el patrimonio con un 3% (9). La resta de los 
delitos tiene una distribución de frecuencias muy escasa. El porcentaje se ha obtenido sobre 
el total de delitos castigados con pena de multa (342). 
 
Gráfico de barras nº3 
 
 
Se han calculado el recuento de delitos que han recibido una pena de multa en relación el 
recuento total de estos, a fin de averiguar la frecuencia de multas impuestas para un mismo 
delito con penas principales y alternativas. 
Cabe destacar, en primer lugar, la representación de las faltas castigadas con pena de 
multa, que alcanzan un 75%(39) sobre el recuento total (49). Esto podría ser explicado por 
la pena a imponer estipulada en el Código Penal  (CP en adelante), que es en la mayoría de 
casos multa y para algunos pocos, la pena de localización permanente. En segundo lugar, 
resalta el porcentaje de los delitos contra la seguridad vial, con un  73,4% (232) de 
imposición de multas sobre el total (316) y los delitos de abandono de familia con un 73% 
(16) sobre el recuento del tipo (22).43 
 
En cuanto a los condenados en función del delito, se han descartado aquellos 10 casos en 
los cuales los condenados a dos delitos recibieron una pena de multa por cada uno de estos. 
Los resultados obtenidos indican que un 68%(226) de los condenados a pena de multa 
cometieron un delito contra la seguridad vial, mientras que un 11% (37) fueron condenados 
por faltas. De manera menos representativa encontramos que un 5% (16) de los condenados 
a multa lo fueron por delitos de abandono de familia y un 2,4 % a delitos contra el 
patrimonio, entre otros. 
 
vi. Situación del condenado 
En el presente punto se describirá la situación en la que se encuentran los condenados a 
multa en el momento de que el juez dicte sentencia. De los 570 condenados de la muestra 
total, un 94% (538) se encontraban en libertad  mientras que el 5,6% (32) se hallaban 
ingresados en prisión por otra causa. 
En cuanto a la muestra de estudio, de los 332 condenados, la amplísima mayoría de 98% 
(327) se encontraban en libertad en el momento de dictar la sentencia condenatoria a pena 
                                                   
43 Se descarta la mención de los delitos cuya pena principal estipulada en el Código Penal es multa 
cumulativa con prisión, estos son los delitos de falsedad y contra la salud pública (100% de los casos).  
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de multa.  Únicamente un 2% (5) se encontraban en prisión en dicho momento decisorio. 
Esto implica que, en el  60% de los casos en los cuales el condenado se encontraba en 
libertad, se le impuso una pena de multa. Mientras que en los 15% de los casos, se le 
impuso dicha sanción pecuniaria a pesar de hallarse ingresado en prisión al momento 
decisorio. 
